
VI 
La ilusión de las cárceles "sanas y limpias"* 

1. Introducción 

La sanción de leyes penales inconstitucionales y su aplicación por gran 
parte del PoderJudicial,1 la inadmisible prolongación de los procesos, la 
falta de mantenimiento de la sobrccxigida infraestructura penitenciaria, 
en suma, la actuación irresponsable de los representantes de los tres po­
deres del Estado, tornó en una ilusión la garantía contenida en el arúcu­
lo 18 de la Constimción Nacional.2 

Durante el último año la situación que arravesaban las personas priva­
das de la liben:ad se agr.:~.vó hasta límites intolerables, en particular en la pro-

'Este capítulo ha ~ido elaborado por Gustavo Plat, subsecretario letrado de la Oficio:la 
de A5isteuda a la Víctima de la Procuración General de la Nación, quien contó con la cola­
boración de Cecilia Ales. investigadora del Programa Violeno;ia Institucional y Seguridad 
Ciudadana del CELS. Los acápites 4.1. y 4.2. estuvieron a cargo de Gerardo Fen1ándcz, abo­
gado del Programa. 

1 F.s pan.icuiarmeme visible e\ conu·as(C entre el "activísino" judicial que concluye en 
el aval a normas que autorizan el empleo irrestricto del encarcelamiento preventivo --del 
cual el caso Fernández, analizado más arriba, da un claro ejemplo- y el desinr.erés por las 
condiciones en las que se desarrolla la prisión preventiva o se ejecut.a.la condena. 

2 Según d arúculo 13 de la Constitución Nacional: "Las. cárcdcs de la Nación .5erán sa­
nas y limpias, pru:a seguridad y no para castigo de los reos detenidos en ellas, y tOda medi­
da que a pretexto de precaución condu:r.ca a mortificarlos más allá de lo que aquélla exija, 
hará responsable al juez que la autorice". 



278 CELS 

vincia de Btrenos Aires. Las condiciones ma teriales en las que se desarrolla 
el encierro -que vienen siendo objeto de crítica por parte del CELS añ o 
eras ario-- se deterioraron aún más. El número de personas privadas de la 
libertad co n tin uó en ascenso --superando las 39 mil sólo en la p rovincia de 
Buenos A.ires y el ámbito federal- y, como se verá rnás adelante, la activi­
dad legislativa desarrollada en el períod o bajo análisis hace prever gue la so­
brcpoblación se agravará aún m ás en todo el país, en un contexto e n el que 
existen unidades penales con niveles de ocupación que superan el 200%. 

En lo que concierne al ámbito federal, a la vez que se aprobaron una se­
rie de modificaciones al Código Penal y al Procesal Penal que seguramente 
aumenten el número de persona~ privadas de su libertad, no se realizaron 
cambios en la actividad del Servicio Penitenciario Federal, ma nteniéndose 
el criterio de delegar en la propia administración carcelaria la determinación 
de los lineamientos de la gestión. De hecho, el Plan Estratégico de Justicia y 
Seguridad3 - p resentarlo en el mes abril p<.1r el entonces ministro de J usti­
cia, Segu1·idad y Derechos Humanos de la Nación, Gu:;tavo Béliz- conte nía 
un ~:apítulo dirigido al sistema penitenciario, las propuesta~ presentada~ cons­
tituyeron consideraciones aisladas relativas al incremento de los recursos hu­
manos y la ínfraestrucrura, a la vez que propiciaba el esc.ablecimiemo de ma­
yores obstáculos a la posibilidad de que las personas imputadas por la 
comi:;ión de un delito puedan aguardar el juicio en libertad . 

. En el ámbito de la ad ministración carcelaria federal, el Plan Estra­
tégico de J ustícia y Seguridad derivó en la reglamentació n del ar tículo 
174 de la ley 24.660 de Ejecución de la Pena Privativa de la Libertad4 -

r elativo al control del cumplim iento d e las normas d e conductas im­
puestas a quien es han sido conde nados a penas de ejecució n co ndicio­
nal o han aceptado suspender el p ro ceso a prueba-, la creación del 
Program a Nacional de Trabaj o en Cárce lcs5 y del Programa d e Inspec­
ción Carcelaria, ti destinado este último a la insp ección periódica de los 
c:stablecimiento.s penitenciarios, au toriza ndo a ese efecto la eventual in­
tervención de organizaciones no gube rname ntales.7 Si bien estas mcdi-

3 Para una evaluación general del Plan véase en este informe el capítulo ill, acápite 1.2. 
4 Aprobada el 23 dt: j unio de 2004 por medio del decreto 112 807/04 del Poder Ejecuti­

vo KacionaL Publicado en el Boleún Oficial el :18/6/04. 
;; Sobre el particular véase: <hup:/ / wwwJus.gov.ar/ trabajoencarcelcs/trabajoencarce­

les.htm>. 
6 Creado por la resolución ne 510/ 04 cle l entonces Ministro de Justicia, Seguridad y De­

re<:hos H umanos, publicada en el Boletín O licial el 8/6/04. 
1 Entre los o bjetivos y acciones del Programa se cue.n tan: "Suscribir convenios con re­

particiones públicas, nacional~s o provi nciales, o rg;mizacioncs civiles y ciudadanas o cu:ll­
qu icr ou·a que permita potenciar su marco de aCluación in~orporando la experieucia e in­
formación de cada una cie ellas". 
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das pretenden mejor-ar las condiciones de detención y el control sobre 
los ~sLablecimientos penite11r.iaríos, deben evaluar.se como evidente­
mente pobres e incapaces de compensar las otras modificaciones que 
empeorarán las ya serias violaciones de derechos relacionadas con la 
privación de la libertad. 

En la provincia de Buenos Aires, a principios de año se denuncíó la 
utilizacíón como instrumentos de tortura de bastones capaces de aplicar 
descargas eléctricas, los que habían sido adquiridos por el gobierno du­
rante la gestión del ex gobernador Eduardo Duhalde. Este hecho, suma­
do a los múltiples escándalos ocurridos en los últimos años por las graves 
violaciones a los derechos humanos, asesinatos y tonura de presos, ame­
nazas a funcionarios judiciales y red~.s de ilegalidad montada~ desde el ser­
,.icio penitenciario llevaron, en el año 2004, a intervenir el Servicio Peni­
tenciario Bonaerensé (en adelante SPB) y la declaración del SPB9 y del 
Patronato de Liberados Bonacrense10 en estado de emergencia. Estas me­
didas tienen el propósito declarado de transformar las estructuras y, como 
es habitual, incluyen la posibilidad de pasar a retiro o disponer la prescin­
dibilídad de funcionarios de jerarquía media o superior y propiciar la 
modificación de la ley orgánica penitenciaria para considerar d cese de 
su organización militar. 

En d marco de la intervención, el ministro de Justicia dispuso del re­
tiro obligatorio o la prcscindibilidad, según el caso, de al menos 71 fun­
cionarios de la más alta jerarquía penitencíaria.11 Más allá de esta medida, 
el gobierno todavía no ha explicitado las acciones concretas para modift­
car la estructura y prácticas de una institución que no ha sufrido mayores 
cambios desde la reínstauración de la democracia. La muerte de Sergio ]a­
ramillo, el 2l de julio de 2004, luego de que denunciara haber sido vícti­
ma de <orturas, es sólo una muestra de las violaciones denunciadas en es­
te c.apítulo. La continuidad de las prácticas penitenciarías en el año 2004 
se evidencia en la similitud entre las sospechosas circunstancias de la muer­
te de Sergio Jaramillo y casos de torturas, denunciados en años anteriores, 

8 La intervención fue dispuesta a través del decreto n• 732 del gobernador de la provincia, 
fechado el 22/4/04. Fue designado interventor d<:I.SPB el abogado Héctor Ricardo Cabrera, 
quien se desempeñara como Director Nacional del Servicio Peniteu<iario Federal en l995. Ma· 
yores precisiones sobre los lineamientos establecidos para la intervención pueden consultarse en 
<h ttp:/ 1 sistemas.gba.gov.ar 1 consulta/ notijusticia/ detalle_noticia. php?noticia_id=27>. 

9 Ley !3.189, sancionada el6/5/04 y publicada en el Boletín Oficial el 18/5/04. 
!()Ley 13.190, sancionada el 6/5/04 y publicada en el Boletín Oficial el 19/5/04. 
11 Oc ellos, 25 fueron separados en el mes de ruayo (La Naci6n, !S/5/04, ·separan 2.'5 

ofic.iale~ del Servicio Penitenciario l>ouaerensc") y otros 46 en agosto (Págin.a/12. 21/8/04, 
"F.l gohiemo de la provioc.ia echó a 16 altosjefes penitenciarios .. ). 
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que permanecen impunes a raíz de las agresiones que sufrieron las vícti­
mas - algunas de las cuales fueron incluso asesinadas- y testigos de estos 
hechos. 12 Sin embargo, este año debe destacarse e l accionar de !ajusticia 
del depanamento judicial de :Vfar del Plata, que detuvo a los oficiales res­
ponsables de la unidad n~ 15 de Batán, Julio Ferrufino y Roger Lobo. 

La wlerancia -incluso promoción- de la rortura es una de las tantas 
políticas estatales que, junto con la estimulación del uso irracional y gene­
ralizado del encarcelamiento preventivo en Jos procesos judiciales, la in­
tensificación del r igor de las condiciones de ejecución de las condenas y 
el agravélmiento de las sanciones penales, obstan al cumplimiento de las 
reglas del Estado de derecho en el ámbitO penitenciario. 

Estas decisiones, de índole legislativa y judicial, conspiran contra una 
prác úca penitenciaria respetuosa de los derechos humanos de los ciuda­
danos privados de la libertad, ante las dificuh:ades emergentes para capa­
citar a los recursos hllmanos y proporcionar los elementos materiales ne­
cesar ios para ser consecuentes con el propósito de la pena, establecido 
constitucionalmente. 

La falta de previsiones sobre el impacto que tienen las reformas pe­
nales y procedimentales instru mentadas en d nivel provincial y n<~.cional 
-y tendrán en e l futuro cer<:ano- en el ámbito penitenciario, es una 
de las principales e.xplicacione~ - si bi.en no la única- a las que de be 
atenderse al considerarse el fenómeno de la sobrepoblación y sus terribles 
consecuencias. 

El impacto de estas reformas legislativas sobre los derechos de las perso­
nas sometidas a proceso penal y las condiciones en las que son privadas de su 
libert<ld lle\-<U·on al CELS a requerir al Poder Ejecutivo Na<.:ional que vetara 
las leyes modificacorias de los artículos 13, 14, 15, 55, 124 del Código Penal.13 

2. Reformas legislativas. (!)legalidad e (in)conveniencia 

Durante el año 2004 se llevaron adelante numerosas y trascendentes re­
formas legislativas con impacto sobre la situac.:ión penitenciaria. La abundan­
te actividad parlamentaría en materia penal, tanto en el ámbito nacional 

12 Véase los casos de D<miel Chocobai', Hernán l...arrañaga Rodriguez, Juan González 
Sosa, Ricardo Sosa M;J.rquez y Darío Alberw Minetto en Ct:LS, "Violencia y Superpoblacíón 
en cárceles y comisarias", Dmdws flumo.nru m A-rgmtina. Inf(lfflle 2002·2003, Buenos Aires, 
CELS. Siglo X..XI Editor~s Argentina, 2003, c:~ pítulo VI, pp. !100-303. 

1" Los pedidos se prcsent.<lroo el ll de en mayo y el 2 septiembre de 2004. 
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como de la provincia de Buenos Aires, ruvo dos daros propósitos: hacer 
aún más masiva la privación de libertad de las personas sometidas a proce· 
so judicial y extender el plazo de detención efectiva de quienes fueron con­
denados penalmente. Las reformas introducidas al Código Penal y los có­
digos de Procedimiento Penal nacional y provincial implicaron sel'ias 
violaciones a derechos y garantías constitucionales. 14 

Entre las reformas al Código Penal resueltas en el curso de 2004 se 
cuentan. 15 

• El incremento de los requisitos para el otorgamiento de la libertad 
condicional. 16 

• l..a duplicación del tope temporal de la pena de prisión aplicable en 
casos de concursos de delitos, llevando la pena máxima imponible a 
cincuenta años de prisión o reclusión. 17 

• El agravamiento de la pena con la que se sancionan los delitos con­
tra la integridad sexual, cuando result.are la muerte de la víctíma. 18 

l..a reforma de las disposiciones en materia de libertad condiciopal -me­
diante la ley 25.892- constituyó la primera alteración del instituto desde la 
sanción del Código Penal en 1921. La modificación, por cierto, no fue me­
nor. Por una parte, se aumentaron los requisitos para el otorgamiento de la 
libertad condicional al requerirse un pronóstico de reinserción social e in­
crementarse el tiempo establecido para su solicitud en los casos de prisión 
o reclusión perpetua. 19 Por otra parte, se exduyo la posibilidad de acceso 
al instituto a los autores de determinados tipos penales, a quienes la ley 
equiparó con los reincidentes aun sin serlo.20 

14 Para un análisis dd contexto político en el cual se llevaron adelante las reformas véa­
se el capítulo m, acápites 1 y 2, en es~ Informe. 

15 Para una revisión de las restantes reformas penales sancionadas véase ih:idem anterior. 
16 A través de la ley 25.892, que reformó los arúculos 13, 14 y 15 del Código PenaL San­

ción: 5/5/04. Promnlga<:ión de hecho: 24/5/04. Boletín Oficial: 26/5/04. 
17 A u-avés de la ley 25.928, que reformó el arúcnlo 55 del Código Penal. Sanción: 

18/8/04. Promulgación de hecho: 9/9/04. Boleún Oficial: 10/9/04. 
18 A través de la ley 25.893, que reformó el artículo 124 del Código Penal. Sanción: 

5/5/04. Promulgación de hecho: 24/5/04. Boleún Oficial: 26/5/04. 
19 El articulo 13 (parte pertinente) del Código Penal establece según su nueva redac· 

ción que: "FJ condenado a reclusión o prisión perpema que hubiere cumplido treinta y cin· 
co {35) años de condena ( ... ),observando con regularidad los reglamentos carcelarios, po­
drán obtener la libertad por resolución judicial, previo informe de la dirección del 
establecimiento e informe de peritos que pronostique en forma individualizada y favorable 
su reinsercióu soda!, bajo las siguien~s coudiciones .. .". 

20 Resulta paradójíco advertir que, desde la entrada en vigencia de la ley 25.892, quie-­
nes comeU\u los deliws coutemplados en la excepción establecida en el artículo 14 del 
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La pretensión de establecer un juicio de probabilidad sobre la conduc­
ta de una persona condenada ---en desprecio de la fórmula de la observan­
cia 1·egular de los regW.mertlos carceW.Ti.os, que impide la apreciación discrecional 
o arbi traria de la conducta del condenad<r- supone una inadmisible con­
<:esión al derecho penal de autor, al establecer una restricción tn considera­
Lióo a su personalidad y no sobre el fundamento de le• comisión de un hecho 
o conducta descripta previamente en la ley. A la vez, el establecimiento de 
una prohibición de acceso a la libertad condicional para determinada cate­
goría de delitos es criticable por desvincular La. evolución del condenado du­
rante la e,iecución de la pena del tratamiento individualizado y contradecir, 
en consecuencia, el priucipio de resocialización establecido en normas de 
jerarquía constituciona\.21 Por otra parte, cal prohibición vulnera d princi­
pio de igualdad, reconocido en el a rticulo 16 de la Constitución Nacional, 
sin que se esboce un fundarnenro atendible, en canto las diferencias de re­
proche que merece el accionar delictivo se reflejan en la escala penal, que 
f~a penas más duras para los delitos considerados más graves. Finalmente, 
las in consistencias que se advienen entre la nm:va redacción del artículo 13 
del Código Penal y la del anículo 16 (no modificado) 22 dan cuenta de la li­
viandad con que se reformó el instituto de la libertad condicional. 

La elevación al dohle del máximo de la escala penal en el concurso. ma­
terial de de litos -establecida por la ley 25.928--23 viola el principio cons­
titucional de proporcionalidad de la pena y la exigencia de que la prisión 
sea un lugar de reinserción social, en ramo desnaturaliza el sentido de la 
escala penal, transformándola en un espacio de discrccionalidad y arbitra­
riedad24 que incluso permitiría qu e la pena se torne c ruel o inhumana .. 
I::n el mismo senrido, la posibilidad de aplicar a un condenado una pena 
de hast:a 50 años de prisión o reclusión impide la aplicación del principio 

Código Penal, no sufrirán nh1guna intensificación de la pena durante su ejecudón en caso 
de !Jtle cometieran un nuevo delir.o y f11eran declamdos n:incidentes. 

21 Cfr. Pacto Internacional de Derechos CÍV11es y Poliúcos, arñculo 10, aparudo 3y Con­
vención Americana sobre Derechos Humanos, artículo 5, apartado 6. 

22 El artículo 16 consen'a la ref.:rcncia al plazo de cinco años que la anr . .:rior redacción 
del arrículo 1 3 establecía debía aguardarse para considerar agotada la pena de prisión per­
pema nna vez otorgada la libertad condicional. En su actual redacción. el artículo 13 csr.a­
blece un plazo de diez años. 

•S En su nueva redacción, el artículo 55 del Código Penal dispone que: "Cuando con­
currieren V'arios hechos independientes reprimidos con nna .misma especie de pena, la pe­
na aplicable al reo tendrá como miniono el mínimo mayor y como máximo, la suma aritmé­
tica de las penas máximas correspondientes a dive rsos hechos. Sin embargo, esta suma no 
podrá exceder ele (50) cincuenta años de reclusión o prisión". 

24 Cfr. Zaffaroní, Eugenio, Deredw Pmal. Parte General, Buenos Aires, Editorial Ediar, 
2000, p. 9i3. 

·~ 
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de resocialízación, de'\-iniendo ilegítimo que legislativameme se autorice 
la imposición de penas que impliquen la supresión social absoluta del in­
dividuo y clausuren la posibilidad de que se reincorpore a la sociedad. En 
este caso, corresponde añadir que el Senado de la Nación no avaló la iin­
posición del máximo en 50 años y propuso reducirlo a 37 años y 6 meses. 
Sin embargo, la insistencia de la Cámara de Diputados determinó que re­
sultara sancionado el arúculo 55 con su actual redacción.25 

Finalmente, la ley 25.89326 aumentó aún más una de las escalas pena­
les más elevadas entre las previstas en e! Código Penal.27 Al establecer co­
mo pena la prisión perpetua, se viola el princípio de proporcionalidad, 
ncgándosele a los jueces la posibilidad de graduar adecuadamente la pe­
na, conforme la reprochabilidad que merezca la conducta de cada autor. 
Por otra parte, la ausencia de alternativas impide considerar la edad del 
autor y aplicar la pena que resulte por ello más adecuada. Corresponde 

25 E! 29 de abril la Cámara de Diput<,do~ aprobó un proyecto que más ~arde sufrió mocti­
ficaciones al fijar el Senado un máximo para la acumulación de penas de 37 aiíos y 6 me;.es. :8 
12 de mayo, el Panido Ju;.ucialista intentÓ, sÍl> éxitO. habilitar el d~bate :;obre Labias del pruyec­
w. El fracl\SO obedeció a que no c:omó con d respaldo de los bloques minoritarios, que solici­
Laron tratar el tema con dictamen de comisión. Ante la imposibilidad de jun~ar el número de 
votos para discutir la ley, el PJ re_tiró la solicitud y la díscusiÓ11 se postergó. El jefe del bloque de 
senadores justicialísllli, Miguel Angel Pichetto, afirmó que e 1 debute sobre la reforma al anícu· 
lo 55 del Código Penal "está agotado" en el Congreso y les recordó a sus pares de la oposición 
qu~ "el tema ha formado parte del pecitorio que firmaron miles de ciudadanos". Picheuo sos­
tuvo. asimismo, que "es un error no traw.r el cerna hoy porque venímnos trabajando con efica· 
cia y responsabilidad, cumpliendo con nuestro rol, el de atenrler la.• demandas legislativa.~". 
Cuando se conoció la postura de la UCR,Juan Carlos Bluroberg -presente en el Padamen­
t~ cuestionó al radicalismo y dijo que "siempre hay trabas" de ese partido (El Día, 13/5/01. 
"Se de1nora en el Senado uno de los pedidos de Blumberg"). Fina.l.meme, ell9 de mayo el Se­
nado aprobó con modificaciones el proyecto luego de casi cuauo horas de debate, y con el apo­
yo del b!oqu~ justicia lista y la UCR. De este modo, el Senado habilitó la suma de penas por di­
versos delitos independientes hasta un tope de 37 años y 6 mf;ses. doce a1ios y medio menos 
que la iniciativa s.>ncionada en la Cámara de Diput."ldos. Concradicicndo sus dedan~cíones de 
días previos, Picbetto defendió los cambios impuestos por el Senado y afirmó que el nuevo te· 
nía "mayor racionalidad" qlle el proyecto de ley original votado por Diputados (El Día, 20/5/04, 
"Aprueban cor> cambios la sumatoria de penas"). Sin embargo. los diputados insistieron con 
la redacción original del proyecto y, en un debate sohre tablas, el oficialismo logró los dos ter· 
cíos necesarios para insistir en su posición al conseguir 95 ~·otos afirmativos contra 18 negati­
vos y 46 abstenciones, entre las que estU\~eronla de los hloques del radicalisn>o, el ARI y lama­
yoría de las fuerzas de centroiT.quierda (El Día, 19/8/04., ''Ya es ley la sumatoria de penas hasra 
50 años"). 

2# En su nueva redacción, el articulo 124 est.'lblecc que: "Se impondrá reclusión o pri· 
sión perpetua. cuando en los casos de los artículos 119 y 120 resaltare la muerte deJa per­
sona ofendida •. 

27 Ames de la refonna, el artículo 124 del Código Penal rezaba: "Se impondrá recl~:­
síón o prisión de quince a veinticinco ai10s, cuando en los casos de los ans. 119 y 120 resuJ. 
tan: la muerte de la persona ofendida", esto es, en casos de abuso sexual. 
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destacar, además, que la norma omite distinguir siruaciones que de berían 
merecer una consideración diferente, por ejemplo, según La muerte de la 
'víctima sea o no una consecuencia querida por el autor, tal como ha acon­
tecido en lo!l casos ele los ar tículos 142 bis y 170 del Código Pena1.23 En de­
finitiva, la ausencia de una escala penal, y la gravedad de la pena escogi­
da, impiden la aplicación del principio de resocialización. 

Entre las reformas procesales sancionadas en el curso de 2004 en la 
provincia de Buenos Aires se cuenrnn:29 

• La restricción del acceso al régimen de salidas rransitorias, al insti­
LUto de la libertad asisúda y al régimen abierto para los condena­
dos por ciertos tipos de delito. 

• Los cambios en el cómpULo de plazos previstos por la ley de l "2 x l ". 
• La incorporación de n uevos tipos penales a los supuestos de dene­

gación de la excarcelación. 

La ley 13.17730 modificó el recientemente reformado arúculo lOO de 
la Ley ele Ejecución Penal Bonaercnse,31 con la prctensi()n de restringir el 
acceso al régimen de salidas transitorias, al insútuto de la libertad asistida 
y al régimen abierto -este último es tablecido dentro del ámbito peniten­
ciario bonaeren:>e- a todas aque llas personas que hayan sido condenadas 
por delito~ conLra la integridad sexuaJ.32 

Por su parte, la ley 13.186,33 dispuso la modificación del artículo 500 
del Código Procesal Penal, preLendiendo establecer un crilerio de inter­
pretación según el cual, en aquellos casos en los que corresponda aplicar 
el cómputo privilegiado establecido por e l artículo 7° de la ley 21.39QS4 no 
se computará el tiempo que insuma la tramitación de los recursos extraordi-
nario:; y de casación deducidos contra sentencia condenatoria ante cualquier .-· 
tribunal. 

2R El artículo )12 bis del Código Pe nal (cf.ley 23.077) pena la sus tt:~cción, retención u 
ocultamiento de • ... lona persona con el fin de oblig:~r a la víctima, o a un tercero, a hacer, 
no hacer o tolerar algo con u-a su voluntad", en tanto el artículo 170 (cfr. ley 20.642) pena 
la S\lStrd<:c.ióo. retención u ocultamien to de una persona " ... pa ra sacar resca~.e". 

~g Sobre \as reformas lc.:gi.<;lativas llevadas adelante en el ámbito de la pro,·incia de Bue-
nos Aires véase el capítulo 111. en este Informe, acá pite 2.2. 

~u Sanción: 11/3/2004. Promulgación: 29/3/04. Boletín Oficial: 20/ 4/04. 
!l J..~y 12.256. Promulgación: 19/1/99 . Boletín Oficial: 25/ 1/ 99. 
' 2 Aote~ de la reforma; ~ólo se aplicaba la restricción a aquello~ in ternos que hubieran 

sido condtmados por la comi5ión de un delito agra\"<Jdo. 
33 Sanción: 29/4/04. Promulgación: 30/4/ 0·1. Boleún Oficial: 5/5/0•1. 
~~Conocida como la ley del "2 x 1 ", postefiormenr.e derogada por la ley :?5.430. 

l 
' 
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Ambas disposiciones son un t~cmplo de cómo los errores pueden 
ser acumulativos y de diverso origen. En primer lugar, corresponde se­
ñalar que las provincias, entre ellas la de Buenos ,-\.ires, carecen de fa­
cultades para establecer un criterio de interpretación de una norma 
contenida en el Código Pcnaf.35 Sin embargo, a través de la sanción de 
estas dos normas, la Legi:;latura provincial pretende arrogar!)e la facul­
tad de reglamentar las disposiciones del artículo 24 del Código Penal 
(relativo al cómputo de pena) y de la Ley de Ejecución de la Pena Pri­
vativa de la Libertad gue, a través de normas complementarias del Có­
digo Penal, establece las condiciones o requisitos necesarios para acce­
der al régimen de salidas transitorias, libertad asistida, semilibertad e 
institutos afines.:lo 

Ni en el momento de sancionar la ley 12.256, ni posteriormente --en 
el trámite de sus reformas- la Legislatura bonaerense consideró la perti­
nencia de justificar tal in tromísión en materias qut: le son ajenas. De ma­
nera que, sin excesivo csfu<~rzo, cualquier magisrrado debería concluir en 
la inconstitucíonalidad de normas como las contenidas en el artículo lOO 
de la Ley de Ejecución Penal Bonaerense.37 

Por ou·a partt:, carece de una justificación razonable la selección 
de determinados delitos por :;obre otros en los que la escala penal es 
mayor o cquivalcntc.3S A lo anterior se añade que la nornra supone la 
imposibilidad de considerar las características de cada caso en particu­
lar. De esta forma, se elude considerar la aplicación de dos pilares del 
programa constitucional establecido para la ejecución de las penas 
privativas de la libertad: el tratamiento individualizado y la reinserción 
social. 

Finalmente, a través de la ley 13.18339 se modificó el artículo 171 
del Código Procesal Penal, iucluyendo entre las situaciones que no au-

~;Así lo af.irmó la Sala 111 de la Cámara de Ca.\ación Penal de la provincia de Buenos 
Aires que, en el mes de septiembre, declaró inc.onsticucional esta ley en tanto intenl.3 rcfor· 
m:u- una léy r\acion...I. V tase, entre ottos: El Dí<l, 23/9/04, "Fallo contra ley ¡>1'0\'indal que 
limita el2 x 1 "; Hoy, 23/9/04, "Fallo polémico". 

36 Conforme el artículo 75, inciso 12 de la Cormitu<ión Nacional, corresponde al Con· 
greso Nacional dictar el Código Penal. 

37 Por idénticas f:ll:Olles, el kgisla<lor provincial P. o se eucuentra habilitado para con· 
sírlcrar las condiciones o Jos requisitos temporales para que u u interno condenado acceda 
a la libertad condicioual. 

30 l\o puede dejarse de lado que las diferentes escala' penaks -y las relaciones de pro· 
porcionalidad e•Jtre ellas- rdl<:>jan una escala de valores que permite medir la ¿iferente 
gravedad de las normas (cfr. Ziffc¡·, Patricia, Linea111ie.ntos de ü~ detenninación de la penct. Bue­
nos .-'l..ires, Ad·Hoc, 1996, p. 33). 

39 Sanción: 6/4/04. Promulgación: 12/4/04. Boletín Oficial: 16/V0-4. 
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torizan la excarcelación mientras dure el proceso, a aquellos casos en 
el que se imputa la portación de arma de fuego no declarada y sin la 
debida autorización cuando el impu tado cuente con antecedentes por 
la comisión de deliws dolosos. Por otra parte, se incluyó la ponación 
de arma de fuego sin la debida autorización como una imputación que 
pe rmite denegar la excucclación. A su vez la ley 13.1 í7 había in terca­
lado entre los supuestos en los cuales no se autoriza la excarcelación 
- y la ley 13.183 mantuvo la inclusión- aquellos casos en los que se 
impute la comisión de un deli to contra la integridad sexual en sus for­
mas agrav-<.~das o en los que presuntamente resultare víctima un menor 
de edad. 

Queda claro que las reformas legislativas aquí comentadas se llevaron 
adelante sin un análisis previo de sus repercusio nes sobre la consistencia 
y cohe rencia del sistema penal en su conjunto.'10 Sin embargo, resulta to­

davía más preocupante su impacto sobre los derechos de las personas que 
son sometidas a proceso penal y, en panicular, sobre las condiciones en 
que ellas son privadas de libenad. 

3. Sobrepobladón y condiciones de detención 

3. 1. Situación en el ámbito federal 

La población penitenciaria continuó creciendo a un ritmo preocupan­
te durante el segundo semestre de 2003 y lo que va del año 2004. El 3 de 
septiembre de 2004, se hallaban alojadas un total de 9723 personas en uni­
dades dependientes del Ser vicio Penicenciario Federal,41 esto es, 502 
(5,1%) más que un año antes y 3608 (GO%) más que en 1996. 

40 El 24 de agosto de 2004, el ministro de Justicia y Derechos Humanos, Horado Ro-
5atti, presentó a la corni.5ióu de juristaS que tcndr3 a su cargo la ti\fea de revisar la legislól­
ción nacional para establecer un régimen legal consolidado y reparar las consecutncias de 
las casi 200 reformas aisladas al Código Penal pracuc-<~das en los últi1llos veinte aüos. La Co­
misión está integrada por personas de reconocido prestigio ea las macerias esrablecidas, 
quienes producirán un dictamen cien tífico de categoría jurídica, sobre la vigencia y conso­
lidación de las leyes en las especial idades qne establece la ley. (El Día, 25/8/04, "Crean co-

. misión pam revisar y ordenar leyes nacionales", Clarin, 20/5/ 04, "Aho.-a intentan una re­
forma integral del Código Penal"). 

' 1 Según datos consignados en d Parte Semanal de la Población Penal elaborado por 
la Direcdón de Judicial - Dirección General de Régi;nen Correccional- del Servicio Pe­
ni tenciario Federal. 
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Personas privadas de libertad en unidades dependientes 
del Servicio Penitenc;iario Federal 

Años 1996-2004* 
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fuente: CELS, sohre la ba~e de datos de la Dirección General de Régimen Couecc:ío­
na! del Servicio l'cnitcnciario Federal. 

*:\'ota: Los datos del año 2004 corresponden al 3 de septiembre. 

Del total de personas privadas de libertad en este ámbito, 995 eran 
mujeres (10,2%) y 8728 hombres (89,8%). Los jóvenes adultos (583 per­
sonas) representan 6% de la población. El 58,7% del total de la pobla­
ción (5708 personas) se encuentra a disposición de la justicia nacional, 
el 30,5% (2962 personas) está a disposición de la justicia federal y, final­
mente, el restante 10,8% (1051 personas), a disposición de los tribuna­
les provindales.42 

Aun cuando no se registran siruacioncs de sobrepoblación en la ma­
yor parte de los establecimientos penítenciarios federales, los casos en los 
que ello sí se verifica son sumamente preocupantes, en particular por la 
cantidad de internos involucrados. Tal es el caso de las unídades nl! 2 (Ins­
tituto de Detención de la Capital Federal), n9 3 (Instituto Correccional de 
\1ujeres) y n2 20 (Servido Psiquiátrico Central de Varones). 

En septiembre de 2004, la Unidad nº 2 alojaba a 2322 personas cuan­
do la cantidad de plazas disponible, según las autoridades penüenciarias, 

4~ De la int(,.maciún producida por el SPF no se desprenden mayores precisiones re­
lativas al lugar de alojamiento o tribunal interviniente. 
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es de 169·1 (ocu pación de 137%) . ~3 La situación era aún más grave en la 
unidad n~ 3, con 627 persona.~ alojadas en un espacio suficiente parJ. sólo 
371, lo que implica una ocupación de 167%. Por su parte, la unidad n2 20 
albergaba a 136 personas pese a que las plazas disponibles e ran 87 (ocu­
pación d e 156%) . i\ los perjuicios q ue la sobrepoblación genera en todas 
l a.~ unidades qu~ la sufren (violencia, deterioro edilicio, insufici encia de 
cupos laborales y educaúvos, etc.) se suma, en el caso de la u nidad ng 20, 
la inviabilidad del tratamiento terapéutico de las personas allí alojadas. Fi­
nalmen te, es necesario hacer referencia a las alcaidías de Jtuuy y Salta que, 
aunq ue alojan un número m uy red ucido d e personas, presentan los n ive­
les de sobrepoblación más altos, con una ocupaóón de 185 y 229 %, res­
pecti•<~mente. 

Po r o tra parte , resulta p reocupante verifi cat· que dos módulos del 
Complejo Penite nciario Federal H están excedidos en su capacidad. En 
a tención a las características arquitectónicas d el recinto, que cuenta con 
celd as individuales, ello implica el alojamiento en algunas celdas d e más 
d e u o interno , lo q ue supone u n r etroceso respt;cto de uno de los pr in­
cipal .::s pmgreso s que supHsO la inauguración d e lo~ com plejos peniten­
ciarios federales d e Ezeiza y Marcos Paz: e l aseguramiento del descanso 
no cturno y el otorgamiento de u n ámbito mín imo d e p rivacid<td para ca­
da ínrerno . 

Si bie n el gobierno nacional anunció la ejecución de obras de infraes­
tructura penitenciaria, tales obras se encuentran de moradas e incluso no 
apu n tan inióalmente a mejorar cuestiones tales como la situación de la 
población penal femenina.44 

i~ El 29 de c.licit:mbre rle 2003 había 2074 in temas alojados en esta unida el. Ello impli­
ca nn ;nuneulo de 12% eu la e<lL) tidad de imem os ell sólo ocho mescl. 

H El Pur.n cú h•fm estructm a 2004-2007 prevé e l inicio de las ~ iguient.-:s o bras durante 
e l ailo 2004: a) co nstrucción de un Complejo Fede ral de Condenados, en la localidad de 
Me rcedes, provin cia rle Bueno.~ Aire.q, que conmrá con 1584 p lazas desLinadas al aloj a­
mic oHo de co ndenados varones; b) construcció n de l Centro f ederal Penitenciario "1\o­
rocste Argernino l, en ia provincia ele Salta, cou 592 plal <IS d estinadas <1l alqjamiento d e 
couden.,dos ;-arom:s }' nntieres; c) construcció n d el Ce ntro Federal Penitenciario Litoral 
Argo: utin o, e n ( .oro nda . provincia de Santa Fe, con 352 plazas destinad as a l alojamiento 
de cond euadoo "arones; y d) puesta en funcionamiento del Instituto Psiquiáorico Cen tral 
en Ezei7.a, provincia d e Dueuos A.ires, con 156 p lazas destinadas al alojamiento d e varo­
nes y mnjen ::s con traM.ornos p siq uiátricos. Recién en un a segunda e~pa se itlcluirí¡, la 
edificación d c:J lnstituw Semiabiert<J de Mujeres, en el partid o de Ezeila, con 288 plaz;..s 
deHiHadas a! aloj amiento de condenad as muje res. En la actua lidad sólo esrur ían desa rro­
Hándo;c los p roceso$ licitatorios correspo ndientes a los establecimientos de ~·lerccdes v 
Salta . 
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3.2. Situación en el ámbito de la provincia de Buenos Aires 

En septiembre de 2004, el ministro de Justicia provincial, Eduardo Di 
Rocco estimó la sobrepoblacíón penitenciaria "entre el 20 y 25 por cien­
to".45 Sín embargo, dicha estimación no se a:justa a la realid4ld en tanto no 
considera las personas alojadas en establecimientos policiales, y toma co­
mo adecuadas todas las plazas que actualmente "ofrece., la administración 
penitenciaria, pese a las graves deficiencias de infraestructura que poseen 
algunas unidades. 

Para establecer de manera elocuente cuál ha sido la "evolución" de la 
polírica criminal en el territorio de la provincia de Buenos A..ires cabe re­
cordar que hace casi diez años46 el Gobierno p•·ovincial decretó la emer­
gencia carcelaria a raíz de que la población penal (9485 ínterno:s distribui­
dos en 28 establecimientos) prácticamente duplicaba las plazas reconocidas 
por la administración penitenciaria. A ellos se sumaban otras 2500 que se 
hallaban encan:eladas en dependencias policíales.'17 

Casi una década más tarde, a.J 2 de julio de 2001, se hallaban privada5 
de libertad en el ámbito bonaerense un t<.Jtal de 29.793 personas. De ellas, 
5.-141 estaban alojadas en dependencias policiales y 24.352 en estableci­
mientos penitenciarios. Ello supone un incremento de 149% respecto de 
la cantidad de personas privadas de libertad en 1994, a un ritmo prome­
dio de 1780 personas por <tño. En otras palabras, en una década, el des­
borde que llevó a la declaración de emergencia casi se triplicó. 

Los 21.154 cupos denunciados por d Ser·vicio Penitenciario Bonaeren­
se (en adelante SPB) hasta el 30 de diciembre de 2003 suponen un défi­
cit de más de 7000 plazas respecto dd total de personas privadas de liher­
tad a esa fecha en el ámbito de la provincia de Buenos Aires.48 

El déficit de plazas carcelarias hace años que intenta cubrirse ilegalmen­
te mediante el encierro de personas en comisarías. l....as 5441 personas alo­
jadas en dependencias policiales enjulio de 2001-de las cuales 312 erau 
menores de edad- ocupaban recintos con capacidad para albergar, se!,'ÚD 
estimaciones de la propia policía, a 3267 personas. Ello implica una ocupa­
ción del166%. Aunque el número de persona.~ detenidas en dependencias 

~;, La Nacion, 27/9/04, "'Solá prorroga la intervención ar servido penitenciario". 
~~El i de diciembre de 1994. 
' 7 CELS, lnf(JT7ne sobre la situació-" de los derechos humanos en lo Argentina. Año 199<1, Buenos 

Aires, f'acultad de Filosofía y Leua:; (UBA). Serie E...xtensióu Univcrsiu.ria n~ S, 1995, p. 138. 
~~~Es necesario aclarar 9ue en este cálculo no se contabili7.an como plazas aquellas de­

nunciadas por la Policía de la Provincia de Buenos Aires, en tamo las dependencia~ policia­
les no se encuentran legalmente habíliradas para el alojamiento de personas. 
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policiales descendió significativamente respecto del año 2002, resu lta alar­
mmHe advertir que el 18% de la población penitenciaria se encuentra ile­
galmente alo jada en sitios que n o fueron habilitados para tal fin . Las uni­
dades departamentales que exhiben los problemas de sobrepoblad ón más 
groseros son las que se encuentran ubicadas en el conurbano bonaerense: 
presentan un promedio de ocupación de 227%.'f9 

Personas privadas de libertad en la provincia de Buenos Aires, 
según lugar de alojamiento 

Años 2000-2004 
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Fuentt~: C.H.S sobre la hase de datos de la Dirección de Régimen Penitenciario del 
Servicio Petútenciario Bonaefense y el Centro de Oper.t<:iones Policiales del M.inistcrio 
de Seguridad de la provincia de .lluenos Aires. 

*Noca: Los dato~ del ailu 2004 corresponden al 2 de julio. 

Para m uchas personas el p aso por dependencias policiales está lejos 
de ser tra nsitorio: del total de d etenidos en comisarías por motivos pe­
n ales al2 de julio de 2004, 831 fueron alojad os allí en el año 2003, 130 
en el año 2002 y 45 en el año 2001, en tanto 3 personas se encuentran 
ilegalmente detenidas en comisaría~ desde el año 2000 . 

• ,, La situaciones más graves se registran en las dependencias policiales de La !>.latam:a 
(ocupación del469%), La J>la~a (356%) y Lomas de Zamora (234%). 
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La utilización de las dependencias como centros de detención no obsta a 
que la sohrepoblación en las cárceles bonaerenses alcance niveles inauditos. 
Hasra el 30 de diciembre de 2003, la más comprometida era la unidad nY 25, 
en Olmos, con una ocupación de 213% {202 personas en 95 plazas), seguida 
por la unidades n11 21 en Campana (ocupación 166%, 830 personas en 500 
plazas); nY 5 en Mercedes (ocupación 160%, 1098 personas en 687 plazas) y 
nQ 3 en San Nicolás (ocupación 154%, 616 personas en 400 plazas). Aunque 
con un nivel de ocupación un r.anto menor (140%), la unidad n9 1 (Olmos) 
es la más problemática, teniendo en cuenta La cantidad de gente involucrada: 
allí se alojaban 3060 en donde sólo había lugar para 2186 personas. 

Es necesario aclarar que el déficit de plazas es, en realidad, mayor que 
el declarado por el Servicio Penitenciario Bonaerense en virtud de que el 
cálculo de las plazas disponibles no se realiza sobre la base de estándares 
que tomen en cuenta cuestiones tales como la disponibilidad de un servi­
do de comida adecuado, ventilación sutíciente y espacíos apropiados pa­
ra esparcimiento y visitas. 

Ineludiblemente, la situación se refl~ja en las condiciones inhumanas en 
las que se desarrolla el encarcelamiento y en la 11iolencia que lo caracteriza. 

A dio corresponde añadir, además, <lue la ausencia estrucmral de ac­
tividades destinadas a otOrgar herramientas e instrumentos que faciliten 
la reínserción social50 de quien fue privado de la libertad conduciría, se­
gún información proporcionada por la administración penicenciaria,51 a 
la verificación de un alto nivel de reincidencia: 23% de las personas priva­
das de libertad en cárceles bonaerenses en carácter de procesados y 27% 
de los condenados es "1·eirerame".52 Sin embargo, según el Suhsecre~:aJ:io de 
Política Penilenciaria y Readaptación Social, Carlos Rocundo, "los niveles 
de reitcrancia y reincidencia53 son muchos mayores [que los ínfom1ados] y 

~ Por falra de cupos, los analfabetos alojados en la uniilild n• 30 están en "lisra de espera" 
para poder iniciar sus cscudios (según dacos proporcionados po1· el Departamento de Cultura, 
Educación y Depones de la Dirección de Régimen Penitenciario el23 de junio <ie 2004). 

51 Cfr. Subsecretaría de Política Penitenciaria y Readaptación Social, Ministerio de jus­
ticia de la provincia de Buenos Aires. 

52 Para el SPD, "reiterante" es aquel que reingresa a un esublecimíen10 carcelario pro­
vincial como consecuencia de la formación de otro proceso penal en su ~ontr:t. 

; 3 El de "reincidencia'· es un concepto más estricto que el de "reitcrancia". El artículo 
50 del Código Penal cooside.-a "reincidente" a quien cometiere un nuevo delito cuya pena 
sea privativa de fa lioenad, tras haber cumplido, al menos parcialme•ue, una pena privaú­
va de líbert:.td. F.n cambio, no hay "reincidencia" cuando, por c;jemplo, quien resulta con­
denado es liberado en el momento de dic1arse la sentencia en razón del tiempo que pasó 
detenido preventivamente. En principio, si quien resulta condenado en esa situación, lue· 
go (;Omete otro delír.o, no será considerado "reincidente" sino 'reiterantc", por no haher 
c.umplido antt's una condena en prisión. 
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superarían ampliame nte el 40%''.5-t Por su par-te , t:l gobernador Felipe Solá, 
sin citar fuente alguna, señaló que "hay un 45% de reincidencia cuando el con­
victo no pudo lrab~jar o recibir educación y un 5% cuando salen de las cárce­
les atendidas por la comunidad evangélica" .55 

En el curso de los últimos tres años e l gobierno de la provincia de Bue­
nos Aires habilitó 4240 nuevas plazas.~6 La inversión presupuestaria que 
ello requirió implicó resignar el manten imiento y renovación de la preca­
ria infraestructura preexistente. La habili t."l.ción de nuevos centros de de­
tención, queda claro, no fue suficie nte para (:Ontener el desmesurado ct·e­
cimiento d e la población pena l que, por o tra parte, fue alentado por el 
propio gobierno provincial.57 

Las condiciones en las que viven los detenidos en las cárceles de las pro­
vincias de Buenos Aires suelen ser infrahumanas. 

En un informe reciente,la Asamblea P<Tmanente por los Derechos Hu­
manos {sección La Matanza), calificó c()mo de caótico el estado d e la uni­
dad n º 1 de Olmos, d<~sracando que "d deterioro es muy grande en la par­
ce edilicia ", la existencia de "caüos rotos por todos lados en todos los pisos. 
Permanentemente se c.amina .sobre agua".58 El organismo advirúó sobre la 
insuficiente asistencia médica y la mala alimentación que se recibe en e 1 es­
t.1.blecimienro y la precariedad de la infraestructura edilicia del penal. Tam· 
bién destacaron las precarias condiüones laborales del pc:rsünal peniten­
ciario a cargo de la atención y la vigilancia de los detenidos. Periodistas que 
recorrieron el esta blecimiento describieron como "lrozos de nailon, sába­
nas y frazadas constituyen el único reparo ante d ti·ío. En los pabellones no 
hay vi.drios en las ventanas, ni cale facción ni agua caliente".59 

5·1 HC1J, 20/9/04, "AJan-nante info rme del rni ni~tro de Justicia bonaerense". 
" 5 ElDfn., 16/ 9/04, "Reconocen un alto nivel oe reincidetl('ia en el delito". 
;ó Según un informe de l:t Dirección Provincial de Arquitectura del Ministerio de In­

fraestructur<~ de la Provincia de Buenos Aires, e::n 200.'i e~tá previs~a la hab ilit.adón d e vtm:; 
4144 pla1.aS, tarea a la que se destinarán 230 millones de pesos del presupuesto provincial 
(s/E~. 2402-1345/04). 

"' En septiembre de 2004, el gobernador f dipe Solá sostuvo que "como consecuencia ue 
la úl tima modificación del Código Penal, se limitaron mucho las excarcelaciones, y que por 
ello de los 15 mil presos que había en la provincia en diciembre de 1999. se pasó a 30 mil, y 
se e~ci u abajmtdo para consu-uir las cárceles necc~arias para alojarlos" (El Día, 14/ 09/ 2004). 
El Secretario de Derecho.< Humanos de la prov;ncia. Remo Carlouo, también atribuyó la so­
bre población a las reformas penales: "h<~y que tener en cuenra el crecimiento geoméu-ico de 

. encarct:lado~ desde la aprobación de las modificaciones al Código Procesal Penal y a la Le:y 
d e Ejecución Penal, que limilaron determinad os regímenes pam liberados", d\jo (Clarín, 
9/ 1/'04. "Uno de cada 80 bonaerenses fi.le. es o :;.::rá preso", p. 4.?). 

;a El Vía, 20/9/04, "Un informe califi.-ó de 'caos' al peua l de Olmos". 
"9 La Nación, 27/ 9/ 04. 
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El propio ministro de justicia, manifestó que el establecimiento de Ol­
mos representa "el paradigma de lo que no va más'' y aseguró: "t\o hay que 
cenarla hay que tirarla abajo. Si fuera por mí, mandaría a dinamírarla".60 

Por otra parte, en el cuno d~ 2004, la justicia marplatense dispuso la 
clausura de tn:s pabellones de la unidad n2 15 de Batán, en función las 
;'deplorables" condíciones de seguridad, salubridad e higiene y ordenó al 
SPB que realizara las reformas necesarías en un plazo de sesenta días. La 
resolución fue consecuencia de un hábeas corpus presentado por la de­
tensora general de Mar del Plata. Los jueces Esteban Viñas, Ricardo Fava­

rotto y José Antonio Man..indli consideraron en una resolución qne "el cra­
to digno que :;e debe dispensar a las personas allí internadas, es 
contradictorio con las deplorables condiciones de salubtidad, higiene, ilu­
minación y seguridad" en la que viven. "Es imposible clausurar simultánea­
mente los tres pabellones, porque no tendríamos dónde ubicar a esos in­
ternos", explicó el titular del Penal, inspector mayor Orlando Daniel 
Carmona.51 

3.3. Algunos intentos por detener la sobrepoblación penitenciaria 

El hacinamiento en los centros de detencíbn no es un fenómeno ex­
clusivo del ámbito federal y de la provincia de Buenos Aires, sino que se re· 
pite -aunque con dí:stintos niveles de gravedad- en casi todas las provincias 
del país. Frente a est:a situación, organismos de derechos humanos, familiares 
de detenidos y organismos de control solicitaron la intervención de la jusúcia 
-y en algún caso intimaron direccamente a la administración- paca detener 
las masivas violaciones a los derechos de los detenidos, quienes padecen con­
diciones de alojamiento denigrantes que ponen en riesgo su salud y su vida. 

Provincia de Buenos Aires 

Como se mencionó previamente, la privación de libertad en comisa­
rías es contraria a las normas vigentes. Las personas detenidas en lasco­
misarías bonaerenses, padecen hacinamiento, violencia y condiciones de 
vida degradantes. 52 

60 La Nación, '!7!9!04, "Olmos es el paradigma de lo que u o va más". 
til La Capita~ 3/3/04, "Clausuran tres pabellones de seguridad en un penal". 
02 Se pre~ume que, salvo contadas excepciones, las persona~ aHí alojadas se encucmran 

procesadas. Siu embargo, el MiniHcrio de Seguridad no lleva registros sobre la ~imacíón 
procesal de los de ce nidos. 
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En noviembre de 2001, el CELS presentó un hábeas corpus colectivo 
anre el Tribunal de Casación Penal de la Proüncia de Buenos Aires, soli­
citando que : a) se pronunciara expresamen te sobre la constitudonalidad 
del encierro de personas en tales condiciones, b) se repare tal situación , 
y e) se determinen mecanismos para evitar la r eiteración del problema 
en el futuro. La acción se planteó en forma colectiva, esto es, en repre­
sentación d e todas las personas detenidas en comisarías, e n la convicció n 
ele que ésa resulta la '<ia legal idónea para abordar la situación de crisis 
denunciada.63 

El carácter colectivo de la presentación fue lo que, emre otras cuestio­
nes, rechazó días más tarde 54 la Sala III del T ribunal de Casación provin­
cia l, alegando que "el hábeas corpus no autoriza, en p rincipio, a sustituir 
a los j ueces propios d e la causa en decisiones que les incumben" y que "la 
r eparación de las agTavaciones en las condiciones de detención denuncia­
das en la presentación deben encontrar remedio en los respectivos órga­
nos jurisdiccionales".65 

Tras la impugnación del fallo, la Suprema Corte de justicia provincial, 
por mayoría, declaró inadmisible el r ecurso interpuesto,66 lo que cond u­
j o a la interposición de un recurso extraordinario federal, q ue r.ambién 
fue denegado el 12 de abril d e 2002 . El CELS se dirigió entonces en for­
ma directa a la Corte Suprema de J usticia d e la Nación, que se encuentra 
en condiciones de decidir. El 9 de febrero de 2004, el Procurador Gene­
ral de la Nación emitió un rlictamen que avaló la legitimidad del CELS pa· 
ra procurar una decisión que involucre a todas la~ personas alojadas en es­
Lablccímicntos políciales.67 ' 

En su dictamen, e l Procurador consideró que "el CELS se halla legi­
timado activamente para accionar en forma colectiva e n represen tación 
de las personas detenidas e n comisaría:; de la provincia de Buenos Aires". 
Y agregó q ne "reconocer (al CELS] legitimación para representar a los 

5' u presen~;tción de acciones individuales en cada caso puede incluso empeorar la si­
tu.Kión de los demás afectados en tanto la orden judicial de traslado de una unidad de de­
u:n.c.ión a otra puede aliviar la situación de la primera para agravar la de la segunda. 

6-l Fallo del6 de diciernbre de 200 1 en la causa n° l60l (registro de presidencia núme­
ro R.651) carnculada ''Verbiu;ky, Horacio -Representante del Centro de Estudios Legales y 
Sociak'l-- s/ hábeas corpus". 

¡,¿; En definitiva, el Tribunal se declaró incompe tente y .remitió la causa a cada uno de 
l<~s jueces a cuya disposición ~e encontraban los beneficiarios de la ac<:ión. 

eo Ac. R3.909 ·'VerbilSky. Horado -representante dd Centro de tst:.tdio., Legales y So­
ó ales- s/hábeas corpus. Recurso de casación. Rec. Extraotdinario de nulidad e inaplica­
bilidad de la ley", 20 de marw d~ 2002. 

67 "Verbirsky, Horacio s/háucas corpus'', S.C. V.S!56: L.XXX'\11TI. 
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individuos de un colectivo, pero ordenar que el ejercicio de esa represen­
tación tenga lugar de manera indívidual y separada ante cada uno de los 
_jueces a cuya disposición se hallan detenidas (las personas) (':quivale a des­
virtuar la previsión constitucional de una acción colectiva". En ese senti­
do, agrega el procurador "también lleva la razón la actora [es decir, el 
CELSl cuando sostiene que, en atención a la sítuacíón denunciada --cu­
yas carac~eristicas y gravedad ramo el Tribunal de Casación como el pro­
pio a quo [la Suprema Corte provincial) reconocen- el ejercicio de accio­
nes individuales en procesos separados podría incluso perjudicar a los 
miembros del colectivo". 

La Corte deberá evaluar el dictamen y los elementos de la causa, y to­
mar una decisión sobre la calidad de vida y el respeto a los d.erechos hu­
manos fundamentales de miles de personas encerradas en dependencias 
policiales que no fueron diseñadas para tal fin. 

Provincia de Río Negro68 

Internos de la cárcel de General Roca, en la provincia de Río Negro, 
presentaron 170 amparos para que cesen los tratos degradantes, lesiones 
y abusos de autoridad, además de la superpoblación de instalaciones ocu­
padas por un número de personas igual a casi tres veces su capacidad ( 150 
plazas). Esto llevó a la Federación Internacional de Derechos Humanos 
(FIDH) a intimar al gobierno provincial a solucionar de inmediato la cri­
sis que se vive bajo apercibimiento de llevar el caso al plano internacio­
nal, lo que despertó la atención de funcionarios de la Secretaría de Dere­
chos Humanos de la Nación, que se llegaron hasta la provincia. para 
estudiar el tema. 

Provincia de Jujuf9 

Por su parte, la Defensoría del Pueblo de la Pro'Vincía de Jujuy recomen­
dó 70 arbirrar las medidas necesarias para que en comisarías y lugares de de­
tención ambulatoria dependientes de la Policía dejujuy, se cumpla el Re­
glamento General de Custodia y Traslado de Detenidos con el fin de evitar 
violaciones a los derechos humanos; así como también el aseo, atención 

68 Diario Judicial, 28/9/01, "Crítica situación en alojamiento de pre5os". 
69 /!km. 
70 A cravés de su reciente resolución n• 043-DPJCJ-04 y Anexo 1, que fue enviada al mi· 

nistro de Gobierno, Justicia y Educación y al jefe de 1a policía provincial. 
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médica y alimentación de los detenidos. En ésta se indicó que n o se cum­
ple con las disposiciones legales y constimcionales relativas a las condicio­
nes que deben reunir los lugares en los que se aloja a personas: controles 
de aseo, atención m édica y alimentación de los dete nidos, lugares para la 
atención de los abogados defensores, celeridad en el traslado de los dete­
nidos y régimen de detención de menores y de las m ujeres. 

Provincia de San Luis7' 

En la pr mincia de San Ltús, el jue7. de instrucción penal ng 1 de la 
ciudad de Villa Mercedes, Julio Cé~ar Fernández Tritches, admitió un há­
beas corpus correctivo colectivo72 prese n tado en favor de población de 
la Penitenciaria de la Provincia de San Luis e intim ó al cumplimiento de 
ciertas pautas a los efectos de rever tir determinad<~.s necesidades del los 
inte rnos y en la advertencia del respeto de los p rincipios constíUJciona­
lcs. Luego de una inspección ocula1· en el SPP, donde se comprobó que 
existe superpoblación, deficiencias en el sistema eléctrico y lumínico y 
q ue no hay agua en la cclda.s, enu·e otras cosas, en su resolución del 12 
de junio de 2004 el magistrado intimó a l SPP a que mejorara la.s condi­
ciones de habitabilidad de lo.s internos e n la celdas individuales y pro­
pendiera a la ampliació n de la capacidad de habitabilidad de la peni ten­
ciaria , así como también a .solucionar los desperfectos e inconvenientes 
de tallados en la inspección ocular, situaciones todas, q ue t~videncian un 
deterioro creciente en las condiciones del sistema carcelario en el nivel 
nacional. 

Provincia de Mendoza73 

En un hecho inédito, la Comisión Imerame ricana de Derechos Huma­
nos (CIDH) d ispuso, en agosto de 200,1, que Jos gobiernos nacional y de 
la proviccia de Mendoza deberán _informar cada quince días -y durante 
seis meses-- sobre las medidas adopr.adas en favor de la protección de la 
salud y la integr idad fís ica de los detenidos en las unidades penales prO"vin­
ciale.s. Así, e l organismo hito lugar a una solicitud de medidas cautelares 

71 Diaúo.Judicial, 28/ 9í 04, "C1ítica situación en alojamiento de presos". 
72 La caus:>. fue iniciada por farnili<ues, arnigosde procesados, condenados por los tribu­

nales penales locale~ y vecinos de la ciudad de Villa :vlercedes. representados pot los doctores 
f.duardo J.uis f.suada Dubor y Jorge Ja,ier Quiroga. 

7
$ l>iaríojudicial, 6/ !li04, "Intiman al gobierno mendocino y nacional por condiciones 

carcelarias". 
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presentada el 21 de julio por seis abogados mendocinos¡~ que denuncia­
ron la gravísima situación de hacinamiento e inseguridad cuyo resulla.do 
fue la muerte de doce personas en sólo seis meses. E.n la solicitud, se de­
nunció que "los presos del penal se encuentran en permanente riesgo de 
sufrir graves ataques contra su integridad psicofisica y su vida, en el con­
texto del gravísimo hacinarnientO que ha derivado en casos '.iolentos y con 
muerte de internos". También se advirtió que los internos "padecen en­
cierros en celda.~ que no superan los dos metros cuadrados, duermen hasta 
cuatro personas en una cama de material, sin luz natural y escaso ingreso de 
aire del exterior''. 

El gobernador Julio Cobos, solicitó al ritular de la Suprem:l Corte de Jus-­
ticia provincial, jorge Nanclares, que acelere la causa judicial que demora la 
con:srrucción del nuevo penal en el Departamento Luján de Cuyo. El actual 
penal mendocino fue inaugurado en el año 1905 y estaba preparado para 
alojar a iOO reclusos, aunque en agosto albergaba a cerca de 1700. 

En los úh:i.mos cinco aitos, la población del sis~:ema penitenciario mendo­
cino se duplicó. Las obras de infraesu·uctura encaradas por la provincia du­
rante ese periodo sólo cubrieron el25% del fuerte incremento de La deman­
da carcelaria. De acuerdo con los registros oficiales, la canridad de presos 
alojados en la Penitenciaría de la avenida Boulogne Sur Mer, en la Colonia 
Penal de Gustavo André (l...av-<J.lle) y la Cárcel de Encausados de San Rafael 
ya superó, en total, la barrera de los 2300. A fines de 1998, la población de 
las cárceles mendocinas ascendía a 1212 internos pero, desde enton<:es, vie­
ne aumentando a un ritmo de 200 presos por año. Paralel¡uneme, ha ido en 
franca caída la calidad de vida de los presos en La Penitenc\aría Pr<;>víncial. 
Según admiten las autoridades, el promedio actual es de entre u·cs y cuatro 
detenidos por celda. Contra todos los pronósticos, a pesar del hacinamien­
tO, el penal de Boulogne Sur :Yter no da signos de agifación. Pero está claro 
que las variables para mantener una relativa paz detrá~ de los muros ha sido 
la rigidez del régimen de seguridad y la víolencia de funcionarios y presos ad­
ministrada por el servicio penitenciario. El subdirectOr del penal, Jorge 
Eduardo Lorenzo, transitoriamente a cargo de la jefatura, evaluó con cinís-­
mo: «La penitenciaria es como un chicle. Nosotros no podemos conu-adeór 
a ia Justicia, que nos sigue enviando detenidos. Por eso seguimos ampliando 
la capacidad a costa de perder calidad".'5 

74 Se trata de Diego Lavado, Pablo Salinas, Alfredo Guevara, Ale-jandro Acosw, C<u·:os 
Vare~~ Álvarez y Alfredo Guevara Escayola . 

., Uno (Mendoza), 27 /l/04, "Se duplicó en 5 años el número de presos". El desr.aca­
do es nuestro. 
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4. Uso y abuso de la prisión preventiva 

El principio de inocencia establece la obligación del E~mdo de consi­
derar a toda persona como inocente hasta tanto un pronunciamiento ju­
dicial condenatorio firrne demuestre lo co ntrario.i6 E.l coro lario de este 
prin cipio ~uc fue elaborado por la Ilustración y plasmado luego en to­
das las constituciones liberales-- es que toda persona sometida a persecu­
ción penal debe recibir un trato d istinto del de las personas efectivamen­
te conden adas. Así, el derecho del imputado a ser tratado como inocen re 
y, en consecuen cia, a permanecer en libertad durante la substanciación 
del proceso es uno de los efectos más imp ortantes de la adopción de es­
te principio fundamental.77 

Sólo excepcionalmente puede el Estado m antener¡¡ una persona pri­
vada de su libertad mien tras dura el proceso y sólo a los fines de ga ranti­
zar su continuidad. En un Estado de derecho los supuestos por los cuales 
u na persona puede ser privada anticipadamente de su libertad , es decir 
an tes de recibir una condena, se denominan fines procesales y se reducen 
sólo a dos: la presunción razonada de que el imputado intentará eludir 
u na eventual sentencia cond<:natoria (peligro de fuga) o la presunción de 
que pre te nderá obstr uir la investigación judicial.78 Fuera de estos dos su­
puestos, el encarcelamiento prevenrivo resulta violatorio del principio de 
in oce ncia y por ende inconstitucional. 

En nuestro país, sin embargo, ~e recur re como regla al en carce la­
m iento de personas ínocenres aplícándoles una pena anticipada. Los tri: 
bunales locales suelen utilizar el monto máxim o de la pena del delito 
que se le imputa como pa r:imctro para determinar el encarcelamiento 
preventivo de un imputado. De esta manera, la coerción se convierte en 
un fin en sí mismo y deja de ser un m edio para asegurar los fin es del 
p roceso. 

76 Este priiJcipío fundamental del derecho penal surgió como un límite a la arbitrJ.rie- ., 
dad y a la aplicación de la pena de sospecha (Bovino, Alberto , ''El encarcelamiento preven-
tivo en los tratados de derechos humanos", AAVV, La apJiwci6n de los trotadas internacionales 
sobre derechos lruma·nos partos tríóunaltS locales, 8ueno.s Ai res, Editores Del Puerto, 1997, p. 
429). 

77 La Constitución Argenr.ina de 1853 d ispuso en su ar ticulo 18 que: ·~adie puede ser 
penado sin juicio previo fundado en ley anterior :Jl hecho del pnxeso .. . ". 

;s La Comi5ión lnteralllericana de Derechos Humanos ha señalado "que la detención 
prevemiv;;. es una medida excepcional y que se aplica solamente en los casos en que haya 
Ull :l sospecha razonable de que el acusado podrá evadir laj u5ticia, obstacu lizar la investiga­
ción prelillliuar intimidando 3 los testigos, o destruir evidt"ucia" (Comisión lu tcrameríca­
na cle Derechos Humanos, Informen" 12/96, p. 48). 

¡ 
-~ 
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La utilización abusiva del encarcelamiento preventivo coloca al síste· 
ma penal fuera de la lcgalidad.í<l \fás de la mitad (54,4%, 5293 personas) 
de las personas privadas de libertad en unidades dependientes del SPF se 
encuentra procesada, en canto d restante 44,6% ( 4~n 5 personas) fue con­
denado.80 Resulta interesante comprobar que entre quienes se encuen­
tran a disposición de la justicia federal el porcentaje que representan los 
procesados es mayor (63,8%) que entre los detenidos a disposición de la 
justicia ordinaria de la ciudad de Buenos Aires (54,6%). Dicha relación se 
conserva tanto en la población penal femenina como en la masculina.81 

Personas privadas de libertad en unidades dependientes del Servicio 
Penitenciario Federal, según situación procesal 

Años 1996-2004* 
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--- Procesados --- Condenados -~~-Ceros" Procesados 

Fuente: CELS, sobre la hase de datos de la Dirección General de Régimen Corrcccío· 
na] del Servicio Penitenciario Federal. 

*No~;.\: Los datos del año 2001 corresponden al 3 de septiemb1e. La <:ategoria ~otros" 
comprende a jóvenes dispuestos, personas ínimputables o con incapacidad sobreviníeate. 

79 Véase "Trato inhllmano en cárceles y comisaria..~", CELS, Derechos Humanos en A-~6-
na. lnf0171'Ut 2002, Buenos Aires, capítulo VII, CEl.S · Siglo XXI- Catálogos, 2002 y "Violencia 
y snperpoblación en <:árceles y comisadas: la ausencia de lUla política criminal respetuosa de 
los derechos humano.~". CELS, Derechos Humanos en la Argentina. lnfrm¡¡¿ 2002 -2003, Buenos 
Aires, capítulo VI, CELS - Siglo XXI Editores Argentina, 2003. 

80 Un dato insólito -por su evidente ilegalidad- es la presencia de do~ internos a dis­
posición de la justkia civil. 

81 De las 396 internas a disposición de la justicia nacional, 224 están procesadas 
(56,6%), en lanto de las 575 internas a disposición de !ajusticia federal, son 368 (64%) las 
que no tienen <:ondena firme. 
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Relación entre personas procesadas y condenadas 
Servicio Penitenciario Federal 

Años 1996-2004* 

1m Proces~dos · Condenados 

CELS 

Fuente: CELS, sobre la base de datos de la Dirección General de Régimen Correc­
cional del Sen1cio Penitenciario federal. 

":\ota: Los dato~ del alio 2004 corresponden al 3 de septiembre. 

El abuso de la prisión preventiva llega a extremos inauditos en la pro­
víncia de Buenos Aires, jurisdicción en la que sólo 11% de las personas pri­
vadas de la libertad ostenra el carácter de condenada. De los 2825 deteni­
dos en la unidad nº 1 dd SPB al mes de abril de 2004, ran solo 109 (3,9%) 
revistaban el carácter de condenados.8? 

~2 Dirección de Rég-imen Penitenciario del Servido Penitenciario Bonaereme. 
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Personas privadas de libertad en la provincia de Buenos Aires, 
según situación procesal 

Años 2000-2003 
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fuente: C.EL<;, sobre la bas~ rle datos del Scrvi.c.io PeniH~nciario Bonaerense v el :.iin-
isterio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires · 

Nota: La categoría "otros" corresponrle a personas inimpntahles con meuidas de 
seguridad, controladas por monitoreo electrónico y con alojamiento transitorio. FJ cál­
culo de presos "procesados" incluye a los detcnirlos en comisarías dado que se p1·esume 
que éstos, tras ser rlic.t.ada la prisión preventiva, no son trasladados a unidades peniten­
ciarias por falta de plazas. Sin embargo, la Polida de la Provincia de Buenos Aires l"lO 

tiene información sobre la :situación legal de los detenirlos en sus dependencias. 

4.1. La respuesta judicial: dos fallos contrapuestos 

Hada fines de 2003 dos salas de la Cámara Nacional Criminal y Co­
rreccional de la Capital Federal dictaron fallos contrapuestos respectO de 
las cuestiones que justifican privar de la libertad a una persona mientras 
es sometida a un proceso penal. 

Como se mencionó, el criterio que suelen utilizar nuestros tribunales 
en el momento de resolver sobre una solicitud de excarcelación consiste 
exclusivamente en considerar el monto máximo de la pena del ddíto que 
se imputa. 
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Relación entre personas procesadas y condenadas 
en la provincia de Buenos Aires 

Años 2000-2003 

R Procesados ·<Condenados 

CELS 

Fu en te: CELS, sobre Ja base de datos del Servicio Penitenciario Bonaerense y el ~fi­
nistcrio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires 

Nota: La categoria "otros" corresponde a personas inimpu~<tbles con medidas de se­
g~nidad, comroladas por monitoreo elecrrónico y con alojamiento transitorio. í.l cálntlo 
de presos "procesados" incluye a los detenidos en comi5aria• dado q~te se presume que és­
tos, tra~ ser dictada la prisión preventiva. no son tJasladados a unidades penitenciarias por 
falta de pta.:.! as. Sin embargo, la Policía de la Provincia de Buenos Aires no tiene iulorma­
ción sobre la sitnación legal de los detenírlos en sus dependencia.~. 

Hacia fines de 2003, la Sala I de la Cámara Nacional Criminal y Correc­
cional de la Capital Federal dictó el fallo Barbará, que se esperaba senta­
ra un precedente e impulsara un cambio en los tribunales locales en rela­
ción con la aplicación de la prisión preventiva. Este fallo, sin embargo, no 
(ue seguido por otros en la misma línea. Por el contrario, poco tiempo des­
pués, otra saJa det mismo tribunal emitió un f<~.llo en scncido contrario, es 
decir, avaló la decisión de considerar al quantum de la pena aplicable en 
abstracto como límite a la libertad del imputado durante el proceso. 
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El l O de noviembre de 2003, en un extenso fallo dictado en el marco 
de la causa Barbará, 53 la Sala I de la Cámara Nacional Criminal y Correc­
cional de la Capi t.al Federal revocó la resolución del juez de instrucción 
que denegaba la excarcelación al imputado Barbará. 

Para los jueces Edgardo Dorma, Carlos Elbert y Gustavo Bruzzone, la 
resolución del juez de primera ins.:ancia debía ser revocada por en tender 
que éste "impuso la prisión preventiva del impu tado susten tando su deci­
sión exclusivamente en la calificación de los hechos que le fueron a tribui­
dos al nombrado, los que, a su criterio, impiden que el imputado transite 
el proceso en liber.:ad". De manera contundente, los j ueces dijeron que 
"no hay posibilidad de aceptar límites a la libertad del impuLado que ten­
gan que ver sólo con las escalas penales, tal como el codificador lo ha ex­
presado de manera terminante en el artículo 316 CPPN. Si se quiere en­
tender este código de manera armónica cou las Convew.:iones de 
Derechos humanos, debe aceptarse que este artículo es inconstitucional 
cuando sea interpretado iwis et de iure y, por ende, sólo 1ige el artículo 319 
CPPN, en cuanto el tiempo de detención sea racionaL" 

Los j ueces remarcaron que el estado normal de una persona sometida 
a proceso, antes de ser condenada, es la libertad y que, en consecuencia, la 
privación de libertad debe ser excepcional. Es por ello que, según dijeron, 
la Jibenad del imputado "sólo puede restringirse, de acuerdo a las normas 
constitucionales, cuando la libertad del imputado lleve a un peligro de la 
realización de l proceso, o de la aplicación de la ley su.stanuva. Y esto se da 
cuando el imputado obstaculi<.:e el proceso, falsifique pruebas, no compa­
rezca al proceso, de n\Odo que, como se dijo, se e luda tanto el proceso pre­
vio, como la semencia, que está amparado por la Consti tUción." 

Para los jueces de la Sala I, la interpretación que hizo el juez de ins­
trucción del párrafo segundo del artículo 316&1 de.l Código Procesal de la 
Nación es comraria a la Consti tución Nacional ¡.:los tratados internaci<r 
na!es y, como consecuen cia, revocaron su decisión. 

Casi un mes después de que la Sa la l fallara en este sentido, los jue­
ces de la Sala Vll de la Cámara Nacional Criminal y Correccional de la 

83 Véase cwww.eldial.com.ar>; Causa 2 1.143 -"Barbará, Rodrigo Ruy s/ exención de pri­
sión ,. - CI\CRIM Y CORRF.C DE LA Ci'J'ffAL FEDERAL- Sala T- 10/1 1/2003. 

t~• Artículo 316 del Código Penal, párrafo 2do: "F.\ j uez calificará el o los hechos de que 
se u-ate, y cuando pudiere correspond~rle al imputado un llláximo no superior a los ocho 
(8) a1ios de pena privativ« de la libertad. podrá eximir de prisión al il!lpttt.ado . No obsl.an­
te e llo, también podrá hacerlo si estimare pri17Ul j acie que p rocerlerá condena de ej ecución 
condicional ~a!vo que se le impute alguno de los del itos previstos por los arúculo.~ 139, 139 
bis y 146 c.ld Código Penal ." 
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Capital Federal dictaron una resolución totalmente contraria en la causa 
Rodríguez. 85 

En este caso, Jos camaristas Abe! Bonorino Peró y Mario Filozof con­
firmaron el fallo del juez de instrucción, quien denegó la excarcelación 
al imputado Lucas Rodríguez por entender que "en atención a la penali­
dad máxima y mínima establecida para el delito por el cual se dictó la pri­
sión preventiva, no puede ser neutralizada por medio del instituto de la 
excarcelación". 

En el failo los jueces expresan su discrepancia con la decisión tomada 
poco antes por la Sala 1 por entender que aun cuando "atender al tipo y 
monto de pena es premisa objetiva cuestionable'', la posibilidad de mante­
ner privada de su libertad a una persona en virtud del monto de la pena 
del delito imputado es admisible ya que ''se trata de una elección legislati­
va no censurable desde el punto de vista constitucional o de los tratados 
incorporados al Texto Fundamental". 

Si bien admiten que nuestro sistema penal es claramente restrictivo en 
cuanto a la privación anticipada de la libertad, los jueces imerpretan que 
la Co11.stitucíón Nacional otorga al legislador la potestad reglamentaria pa­
ra establecer en qué situaci<>nes se da la excepcional posibilidad de privar 
a una persona de su libertad durante el curso del proceso. Así, los magis­
t•·ados interpretan que el legislador determinó que el monto de la pena 
aplicable puede determinar el encarcelamiento preventivo del imputado 
y cuestionaron la decisión de la Sala l debido a que "no debe incluirse 
aquello que es deseo íntimo y propio [en alusión a la decisión de la Sala l 
de wnsíderar inconstitucional la posibilidad de negar la excarcelación alu­
diendo a la calificación de los hechos] como exigencia constitucional cuan­
do la Carta Magna establece otros requísíws". 

Según los jueces "cuando duran te el proceso se dicta el auto de proce­
samiento con prisión preventiva, basta determinar que no se verifican Jos 
requisitos de viabilidad de los ínstitutos comemados [en referencia a la ex­
carcelación y la eximición de prisión l para rechazar -am1que duela- el 
derecho examinado". 

>\:; Véa5e <wKw.e!ctial.c.om.ar;> Cau5a 23025 · "Rodrígue7., Lucas ~arce lo· robo e/ ar· 
ma· exca.rcdación" . CNCRIM Y CORR.EC DE LA CA.PJTAL ~·EDERAL . Sala \1I . 
0.5/12/2003. 

~· ·• ; 
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4.2. Incidencia de la prisión preventiva en las lógicas y dinámicas 
del proceso judiciaJ86 
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La generalización de la prisión preventiva -junto con los largos pe­
riodos que suelen transcurrir entre el momenio de la detención y la sus­
tanciación del juicio- ha tenido un fuerte impacto en el modo en que se 
ha estandarizado parte del procedimiento de la investigación judicial. 

Esta generalización es un factor fundamental a la hora de definir la 
prioridad que se le asígnará a cada investigación: si las causa~ en el marco 
de las cuales hay personas detenidas ya eran una clara prioridad en las ru­
tinas judiciales, la generalización de la prisión preventiva (asociada usual­
mente a los casos de tlagranLia) ha limitado aún más la relevancia de cual­
quier otro criterio posible para priorizar casos. Así, la prisión preventiva 
se transformó ya no sólo en el principal, sino casi en el único criterio de 
opormnidad que, de forma tácita, rige en nuestros tribunales. Como re­
sultado, sólo se "investigan" las causas con personas privadas de la liber­
tad, en tanto a las restantes se les dedican escasos recursos. El último lu­
gar, en términos de importancia, lo ocupan las causas en las que se 
investigan delitos de autor desconocido ("NN"), excepco que se trate de 
un ddíto muy grave, ral como es el caso del homicidio. 

El hecho de que la mayor parte de las detenciones se concreten en ca­
sos de flagrancia parece tornar innecesaria, a los ojos de los operadores 
judiciales, la investigación del delito. Como consecuencia, una vez concre­
t.•da la detención, no se llevan adelante mayores medidas de investigación 
con excepción, quizá, de alguna declaración testimonial: junto con la pri­
sión preventiva suele requerirse la elevación de la causa a juicio. Al no au­
mentar posteriormente las pruebas recogidas en el momento de dictarse 
la prisión prevemiva, a menudo las causas llegan a la etapa de juicio sin 
una investigación exhaustiva y con mateJial probatOrio insuficiente para 
dictar una sentenda condenatoria. En algunos casos, esto lleva a los fisca­
les de juicio a desisúr de la acción en la misma audiencia de debate. 

Por otra parte, los perjuicios del uso generalizado y abusivo de la pri­
sión preventiva sobre los imputados no se restringen al hecho de que és­
tos son privados de la libertad -muchas veces en condiciones denigran-

~6 Las <:onclusiones presentadas en este punto fueron obtenidis por inve~tigadores del 
CELS durante la ~egunda parte del año 2003 en el marco del capítulo honaerense del Pro­
yecto de ,'\¿gu·imitmto dt ws procesos IÚ reforrM judiáetl m A métic" Latina del Ce m ro de Estudios 
de Justicia de las Américas (CfJA). Los resultados de la investigación (CF.LS: "Informe so­
bre el sistema de j\L~ticia penal en la provincia de Bueo\os Aires", versión preliminar, 2003) 
se encucntratl disponibles en <http:/ /wv.w.cejamericas.org.>. 
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tes-- sino que además li:rníra la efecth.;dad de su defensa. De entrevistas 
realizadas a defensores oficiales y jueces de algunos departamentos judi­
ciales de la provi ncia de Buenos Aires, surge que otra de las consecuencias 
del aumento indiscriminado en el uso de la prisión preventiva es la limi­
tación de las estrdtegias a las que puede recur rir· la defensa. Paradójica­
mente, e l factor--que teóricamente debe correr para que el fiscal "arme" 
stt caso antes de que venza el plazo de la instrucción- tiene u n impacto 
fundamental en la estrategia de la defe nsa. Esta úl tima debe evaluar cui­
dadosamente los pasos que da, teniendo en cuenta que la:> demoras en el 
proceso implican que su defendido estará más tiempo en prisión. Ello re­
sulta en que sea la defensa la principal interesada en que el caso se eleve 
a j uicio rápidamente y que no se discuta, por ejemplo, la utilización ilegí­
tima de la prisión preventiva o la calificación jurídica del hecho, lo quepo­
sibilitaría que el imputado saliera en libertad porque el mon to de pena de 
!a nueva calificación puede ser menor. f.s necesario aclarar que, aun en es­
tos casos, los procesos no son rápidos. 

4.3. Control del uso de la prisión preventiva. La creación de un registro 
de detenidos 

Queda claro que los poderes Legislativo y Judicial comparten la res­
ponsabilídad por la aplicación indiscriminada de la prisión preventiva: los 
legisladores dictan leyes que resuingen cada vez más las condiciones para 
conceder la eximición de prisión o la excarcelación y los j ueces aplican 
esas normas pese a que violan derechos y garantías constitucionales. Re­
cientemente, sin embargo, se presentó una iniciativa cuya concreción fa­
vorecería el control del uso de la prisión preventiva por parte de orro ac­
w r: la sociedad civi l. Esta iniciativa, sin embargo, podría malograrse. 

Entre los proyectos de ley enviados por el Poder ~jecutivo a la Cáma­
ra de Senadorc:; de la Provincia de Buenos Aires en el marco de la refor­
ma impulsada por d ministro de Seguridad, León Arslanián,87 se contó 
una iniciativa tendiente a crear el Registro de detenidos a disposición del 
Poder Judicial de la proltincia de Buenos Aires. 

El RegistTo constituye una fuente de información elemental para con­
trolar la demora en los procesos j udiciales y la extensión abusiva e ile­
gal de la pr isión preve ntiva, fenó menos que contribuyen necesariamen­
te a agravar la sobre población carcelaria. Tiene por fin inmediato 

87 Sobre e l particular véase el capítulo I. a<".ápíte 2.1 en este Informe. 
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generar, en todos los responsables del encierro de personas sometidas 
al sis1ema penal provincial, la conciencia de su responsabilidad por las 
condiciones y duración de ese encierro y -al mi.smo tiempo- proveer 
al Poder judicial de un instrumento de control del cumplimientO de las 
disposiciones relativas a éste. A.sí, el Registro de Personas Detenidas per­
mitirá controlar el respeto de los plazos por los que se extiende el en­
cierro preventivo y posibilitará idenrificar a los jueces que incumplan 
con su labor y violen los derechos de los detenidos. Por otra parte, 
aportará datas fundamentales para que los poderes Ejecutivo y Legisla­
tivo evalúen el funcionamiento del sistema judicial, sobre la base de 
datos objetivos, y diseñen reformas tendientes a corregir los problemas 
detectados. 

El acceso público a los datos relevados constituye el principal valor 
del Registro, en tanto permitirá <:Ontrolar, política y socialmente, el 
cumplimiento de la ley por parte de cada uno de los jueces de la pro­
vincia y atribuir responsabilidades individuales y colectivas en la grave 
situación que atraviesa !ajusticia provincial. Sin embargo, la Legislam­
ra provincial pretende que los datos contenidos en el Registro de C'ete­
nidos a disposición del Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires 
sean de acceso exclusivo para los miembros del propio Poder Judicial, 
es decir, aquellos cuya actuación se pretende fiscalizar. Esto ocurrirá si 
la Cámara de Diputados rechaza, tal como se preveía al cierre de este 
I-nforme, el veto parcial del gobernador Solá a la ley 13.203.88 De esta for­
ma, se quitaría al Registro su prindpal valor: la posibilidad de que tan­
to la sociedad civil como los otros poderes del Estado controlen la ac­
tuación judicial. 

Luego de establecer que los datos contenidos en el Registro serían 
para uso exclusivo de los miembros del Poder Judicial (artículo 17), el 
proyecto original preveía que la Suprema Corte de Justicia podría dis­
poner el acceso a la información del Registro a otras instituciones y/u 
organismos -en particular organizaciones no gubernamentales que 
tengan como objetivo evaluar el cumplimiento de la ley por parte de !os 
jueces y funcionarios del Poder Judicial- por razones que lo justifica­
ran (artículo 18). 

Sin embargo, la Cámara de Senadores quitó del proyecto finalmente 
aprobado esta segunda disposición, restringiendo de manera arbitraria el 
acceso a la información pública, un derecho reconocido y protegido tanto 

88 Sanción: 27/5/04. Promulgación: 07/06/04. 
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por instrumentos internacionales de derechos humanos89 como por las 
constituciones nacionaJ90 y de provincia de Buenos Aires,91 así como tam­
bién por la ley provi.ucia1l2.475, de Acceso a Documentos Administrativos.92 

Frente a esta situación, el CELS solici tó al Poder Ejecutivo provincial 
que, en atención a la in com;titucionalidad de la norma, ob!>e r ... -ara parcial­
men te el proyecto sancionado por la Legislatura. Esta solicitud - que fue 
apoyada por la Secre taría de Derechos Humanos y el Ministerio de Segu­
ridad- recibió una acogida favorable por parte del go bernador Solá 
quien, al p romulgar la ley 13.203, vetó la referencia al uso exclusivo de los 
daws de l Registro por parte del Poder.Judkial. 

La Legislatura, sin embargo, no aceptó esta modificación. El 7 de ju­
li<J de 200·1, sin IÚ11f,rlli1 cipo de debate 1újustificación, el Senad<) rechazó 
la obser vación parcial del }~ecutivo con el voto de Jos dos tercios de los 
miembros pres<~ntes. Nuevamente, el CEI.S tomó intervención e n e l <L~un­

to y, d l Q de septiembre, presentó ante la Comisión de Asuntos Constitu­
cionales y Justicia de la Cámara d(~ Diputados los argumentos j urídicos con­
forme los cuales el artículo l7 del proyecto oportunamente sancionado 
por la Legislatura provincial resulta inconstitucional. 

Esto sin embargo, no fue suficiente para convencer a los Dipu tados: 
está previsto que también ellos rechacen el veto pardal del PQdcr Ejecuti­
vo. De este modo, se convalidaría la actuación del Senado, otorgando vi.­
gcnóa a una norma que:: resulta contraria a los principios fundam entales 
del gobierno republicano y los tratados inte rnacionales de derechos hu­
manos con jerarq uía constitucional. 

5. Violencia en el ámbito penitenciario 

Ya en 1994 el CEL5 sostenía: ulos preso:-; de las cárceles argentinas viven 
hoy en un conte..xto caracterizado por la superpoblación y el hacinamiento, 
S<!rias de ficiencias edilicias, sanitarias y alimenticias y el padecimiento 
habitual de castigos y malos traw s".93 Transcurridos diez años desde enton­
ces, la siluación no hizo más que empeorar. El diagnóstico , no por conocí-

,.,; Cfr. arL 13, inc.l de la Convenóóu Americana sobre Derechos Hu manos; att. 19, in e_ 
2 del Pacto Internacional de Derechos Chiles y Políticos y an. 19 de la Declaración Univer­
sal de Derechos Humano>s. 

9° Cfi·. arts. 1 v 33. 
9' Cfr. an.l2, 'inc. 4. 
9t f>rnmulgac ión: 15/ 8/ 00 . .Oo!etítl Oficial: 29.18/ 00. 
93 CELS, lnfonr.e:wbre ln.Jituaciimde !JJsdmch.os lrumn.rws m ln.Argmtinn .. Añd99'(, op. ciJ.. p. 121. 
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do y reiterado, deja de ser preocupante. Por el contrario, el paso del tiem­
po y la profundización de políticas rciiidas con el respeto de lo~; derechos 
humanos, van multiplicando el número de ciudadanos víctimas, de cuya 
magnitud el presente Inf=e tan sólo puede constituir un indicio. 

5.1. Sítuación en el ámbito federal 

Los estadísticas sobre fallecimientos y lesiones ocurridos en el ámbito 
penitenciario constituyen una clara evidencia de los riesgos que entraña 
la privación de libertad en las cárceles argentinas. 

En el ámbito de la administración penitenciaría t.ederal,94 57 personas 
fallecieron duran t.(~ el año 2003. De estas muertes, 27 fueron víokn tas.95 

Las principales causas de rouerte fueron, según la administración pe­
nitenciaria, el "paro cardiorrespiratorio no traumático" (17 cas(JS, 29,8%)96 

y el VIH/SIDA (~2 casos, 38,6%) .97 

La unidad n9 2 --en la que se hacinan más de 2.000 personas en recin­
tos que carecen de celdas individuales- y el Complejo Penitenciario Fe­
d~ral r (en adelante CPF 1) son los establecimienl<)s que registran los ma­
yores niveles de violencia. 

En el CPF l ocurrieron 3 de los i presuntos suicidios registrados en el 
ámbitO del SPF durante el 2003. Se regisrraron, además, cuatro intentos 
de suicidio por ahorcamiento (sobre un total de catorce intentos registra­
dos en todo el SPF). Allí también se produjeron l8 episodios de agresión 
entre internos, 17 de los cuales concluyeron con algún interno herido y 
el restante con la muerte de un interno. 

La unidad n2 2, por su parte, fue secle de las 6 muertes resultantes de 
heridas punzo-cortantes provocadas por armas blancas registradas por el 
SPF. Allí también se registraron tres intentos de suicidio y 40 internos re­
sultaron con helidas cortantes originadas en agresiones provenientes de 
otro interno, de los cuales 5 fallecieron como consecuencia de la agresión. 

Además de los mencionados, se destacan por su violencia el módulo 4 
del Complejo Penitenciario Federal 11 (en adelante CPF II) y los estable­
cimientos de máxima seguridad destinados a condenados (unidades n~ 6, 

94 I.os datos q-ue aquí se comignan fueron proporcionado~ al CEL<; por la Dirección Ge­
neral de Régimen Correccional del Servicio Penitenciario Federal. 

9·; Las muertes víolencas comprenden aquellas registradas por el SPF como: homicidio, 
herida de arma blanca, sui::idio y quemaduras. 

%De los 17 casos registea.dos, 7 sucedieron en el Complejo Penilendarío Federal l. 
g; Todos ellos sucedieron ~·n el Cenlw de Tratamiento de F.nfermcdades de Alta Com­

plejidad (Unidad n• 2!). 
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7 y 9), por la relativamente elevada cantidad de episodios de agresión con 
heridas cortantes que regisr.ran. 9S 

De los datos proporcionados por la administración penitenciaria no 
se deduc~ la existencia de episodios de violencia por parte de los funcio­
narios penitenciarios hacia los internos, aunque sí se informa sohre la exis­
tencia de un agente fallecido y otros 20 lesionados en hechos de violencia 
con internos sucedidos en el curso de los aúos 2003 y la primera mitad de 
2004.99 Sin embargo, según el procurador penitenciario, es frecuente la 
referencia al otorgamiento de una "bienvenida" del personal penitencia­
rio a los recién ingresados y el empleo de violencia desmedida por parte 
de los cuerpos de requisa. lOO 

5.2. Situación en la provincia de Buenos Aires 

Sólo durante el año 2003,101 139 personas internos murieron en uni­
dades dependientes del SPB. Más de una cuarta parte de estas muertes 
(28,7%) ocurrieron la unidad n!! 22 -Hospital Central Mixto- de Mel­
chor Romero. En la mitad de estos casos (20), la causa de la m·..terte ha­
bría sido el vlH/SIDA. De los restantes fallecimientos, el 60% se concen­
tró en sólo cl.l¡¡.tro ~rnidades: nº 1 (22 casos), n11 34 (15 casos), n2 9 (12 
casos) y n2 15 (19 casos). 

Los episodios que concluyeron con la muerte violenta de internos alo­
_?adosen establecimientos penitenciarios bonaerenses han constituido, en 
el último tiempo, una referencia permanente en el ámbito penitenciario 
bonaerense. Resulta evidente la responsabilidad de la administración pe­
nitenciaria en estos episodios: si no propicia la violencia entre los internos, 
cuando menos la tolera. Por otra parte, la existencia de suicidios sospecho­
sos e incendios intencionales de celda, posiblemente guarde vinculación 

~Según la información pt·oporcíonada por el SPF, durante 2003 en la unidad n• 6 se 
n:gistmron mteve internos con heridas cortantes, en la unidarl n• 7\os internos heridos fue­
ron seis y en la unidad n° 9, siete. 

119 El informe del SPF fue elaborado en los primeros días del mes de julio de 2004. 
100 Durame el periodo 2002-2003 el Procurador Pe•Jitenciario de la Nación realizó ocho 

denuncias por la comisión del delito de apremios ilegales en el ámbito penitenciario. Cin­
co de ellas corresponden a episodios ocurridos en eJ Complejo Penitenciario Federal], en 
canto las tres restantes corresponden a constataciones realizadas en la unidad n~ 2. Según 
dicho funcionruio, las denuncias concluyen archívándose como consecnencia de la ausen­
cia de compromiso en la investigación por parte de jueces y fLscalcs (Procurador Peniten­
ciario de la Nación, Informe A11ual 2002-2003, Minísrerio de Justicia, Seguridad y Derechos 
Humanos de la Nación, Buenos :\ires, 2003, p. 61), 

IOl Las cifras que a continuación se citan fueron proporcionados al CELS por la Subse­
cretaría de Política Penitenciari<t y Readapcación Social el27 de ~ptiembre d~ 2004. 
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con "ajuste de cuenta~" o represalias que persiguen el díscíplinamiento y 
l<1 sumisión del resto de la población penitenciaria, ante episodios de co­
rrupción en la adminisLracíón penitenciaría, cuya ocurrencia ha abando­
nado definitivamen te la categoría de "mico carcelario". 

A modo rle mcrn enunciación, o riginada en la compilación de episo­
dios informados por medios periodísticos, a continuación se e..-xponen al­
gunos de los sucesos que expresan la más delicada de las infrac<.i ones de 
Jos deberes estatales: la infracción del deber de salvaguarda del derech o a 
la vida. 

Unidad Penal no 15 - Batán 

• El 12 de julio de 2004, Carlos Alberto Pineda fue hallado colgado de 
una sábana en una celda del pabellón 7. Los datos aportados inicial­
mente apuntan a que se trataría de u n caso de suicidio. Sin em bar­
go la .fiscal a cargo de la investigación ordenó la realización de varias 
pericias anLe algunos elementos d iscordantes. En tanto, el hecho fue 
caratulado como "averiguació n causales de muerte".102 

• NéÚor Islas Pone e fue asesinado e l 8 de julio de 2004 como consecuen­
cia de las heridas recibidas durante una reyerta enrre intem os.l03 

• Enrique Pena Bravo fue asesinado a puñaladas el 13 de enero de 
2004 como consecuencia de una riria que se prod'-'jo en el pabe­
llón 8.10 4 

• Víctor Ismael Robert Rivero falleció el 2 de enero de 2004 como con­
secuencia de una profunda herida en la boca producida con un ele­
mento punza<or tante. 105 

• tJn interno d e apellido Camus mur ió el 15 de agoslO de 2004 y 
otros resultaron heridos, cu ando un grupo de internos ingresó 
con el propósito de agredirlos a su lugar de a lojamiento. Uno de 
los internos agredidos, Walter Alsina, ya había denunciado las tor­
turas a las que eran some tidos sus compañeros p or los jefes y ce­
ladores del s~rvicio penitenciario. El progreso de la investigación 
-una excepción a la regla- determinó la destitución y prisión 
de d os jefes penitenciarios. 106 

ttn lA Capital (Mar del Plata), 02/07/04. 
103 lA Capital (Mar del Plata}, 20/0i /04. 
!04 El Día, 14/ l / 0.1. 
105 El Día, 14/l/04. 
106 Página/ 12. 24/ 8/ 04. 
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Untdad Penal n° 28 - Magdalena 

• Héccor Ramón Zapata Espíndola fa lleció el 2 de enero de 2004 co­
mo consecuencia de las heridas recibidas tras ser atacado con un ele­
mento punzo-cortante en el marco de una supuesta pelea entre in­
ternos ocurrida en el pabellón 9, de máxima seguridad.107 

• Juan t.1anuel Gómez Ramírez, falleció el 14 de julio de 2004 tras una 
pelea que habría involucrado a varios internos. Otro interno, David 
Beltrán Díaz, resultó herido tras recibir 'v-arias puñaladas. 108 

• Luis Angel Romero falleció el 22 de julio de 2004 en una celda del 
''pabellón de separación" de la unidad, tras haber quemado los col­
chones y o eras pertenen cias de la celda. Otro in terno que estaba alo­
jado allí sufrió graves quemaduras.109 

Unidad Penal no 29 -Melchor Romero 

• Ramón Antonio Quinteros Ogas fue quemado intencionalmente 
dentro de su celda el lO de mayo de 2004.110 

• Luis A . .ngel Gorosito resultó muerw e l 27 de abril de 2004, presen­
tando quemaduras en gran parte del cucrpo.111 

Otras unidades 

• Carlos :Mario O jeda Payé fue encontrado ahorcado el 13 de mayo de 
2004 en la celda 89 del pabellón 4 de la Urridad Penal 34 ubicada en 
la localidad de Mekhor Romero. Ojeda cumplía una condena por 
un hecho de abuso de armas y lesiones grave~. 112 

• Cn interno de la unidad n2 23 de Florcncio Vare la fue asesinado de 
un puntazo en un ojo durante una pelea por alimentos que presun­
tamente manmvo con <Jtro interno, el 29 de enero de 2004. 113 

1'17 ElDia,04/ l /04. 
ii>R El D-ía, 16/ 7/2004. 
109 Hoy, 23/ 7/2004. 
llO Hoy, 12/5/04. 
ll l HUJ, 12/ 5/ 04. Allí, con cita de !i.Jent.:~ tribunalicias, se señala que "estos dos episo­

. dio.~ son muy 'llamaLivO$', no .~ólo porque S~lcedicron con pocns días de diferencia, sino tam­
bién por la similitud de lo~ casos y el hecho de que se rcgiscraron en un penal de máxima 
seguridad". 

m HIYJ, 14/5/01. 
l l~ La Nue¡;a l'muin.cia, 29/1/ 04, "Matan a p reso durante una pelea por comida". 
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El asesinato de Sergio Jaramíllo, 22 años, muestra la continuidad de 
las prácticas de tortura, amenazas, persecuciones y asesinatos cometidos 
por funcionarios del SPB -o instigados por ellos- y denunciadas en el 
marco del caso Chocobar.114 J ,a muerte de Jaramillo, ocurrida el 21 de ju· 
lio en la unidad nll 23, de Florencio Varela, fue la consecuencia última de 
su resistencia a involucrarse en la distribución de drogas dentro de la cár· 
ce) y se produjo luego de que él y su familia sufrieran amenazas, golpes y 
torturas. Los traslados ordenados judicialmente luego de sus denuncias no 
fueron suficientes para proteger su integridad fisíca ni su vida. Jaramillo 
denunció amenazas y las torturas en distintas unidades dependientes del 
SPB e, incluso, del SPF. Finalmente fue enconu·ado muerto en circuntan· 
cías sospechosas que el SPB calificó como "suicidio". Esta muerte no cons­
tituye un caso aislado, sino una de las tantas ocurridas recientemente en 
las cárceles bonaerenses. Sólo en los primeros 45 días del aí1o 2004 hubo 
tres internos mueno.s en la unidad nº 15 de Batán, en presuntas pelea.s. 115 

Sergio Jaramillo cumplió condena durante cuatro años, hasta octub¡·e 
de 2003, en varias unidades del SPB, entre otras, la nº 15 de Batán. Seglin 
su familia, el SPB quería que ~articipara en la distribución de droga denrro 
del penal, a lo que Jaramillo .se resistió. E u febrero de 2004, Sergio fue de­
tenido nuevamente por tematíva de robo. El día 26 fue rrasladado desde la 
comisaría 2i de Mar del Plata a1 penal de Batán. Cinco horas después de ha­
her ingresado al penal, alguien abrió la puerta de su celda individual para 
que varios presos lo "molieran" a golpes y puntazos. El día siguiente, mien­
tras los integrantes del Tribunal en lo Criminal nQ l dd Departamento Ju· 
dicial de Mar del Plata recorrían el penal, el interno Jorge Faría.s enu·egó 
una faca al juez Ricardo Favarotto y denundó que los jefes del penal, Julio 
Ferrufino y Roger LDbo, le habían encargado asesinar a Sergio Jaramíllo. 
Favarotto informó del caso a la Suprema Corte bonaerense y al Tribunal de 
Casación Penal provincial, y presentó la denuncia ante la fiscalía de turno, 
a cargo d<~ Gustavo Fissore quien ya investigaba a Batán por las muertes ocu­
rridas a comienzos de año. 116 El presidente del Tribunal de Casación, Fede· 
rico Domínguez, el presidente de la Cámara Penal marplatense, Daniel La· 
borde, el fiscal general de la misma localidad, Fabián Fernández Garcllo, y 
los jueces Viñas y Maninelli visila1·on el penal entre el 28 y el 29 de febrero 
interesados en recihir explicaciones de parte del~ al•toridadcs penitencia-

1'• Sobre el caso Choco bar véase la no t.> 12 de este ca pirulo. 
m Página/12, 213/04, "La .;árc.el Qe Batán allanada por las sospec,hQS<I$ muertes de 

presos". 
110 lbidcm. 
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rías. El 29, además, el fiscal Fissorc allanó el penal y secuestró entre otras 
prueba$ las "idcocimas de seguridad y el libro de gua1·dias. 

Estas medidas, sin embargo, no fueron suficientes para resguardar la 
vida de Jaramillo. Unos días más tarde, el 3 de marzo, Sergio fue grave­
mente herido por otro preso y trasladado al hospital, desde donde fue 
transferido luego a la comisaría l ~de Mar del Plata. El 4 de marzo el pa­
dre de Sergio recibió un llamado en el que le advertían: uOecile al quílom­
bcro de tu hijo que levante la denuncia y que el lunes no reconozca a na­
die, porque sí no sos boleta". Jaramillo pidió garantías para declarar. 

Jara.millo fue alojado en la comisaría 2º de Mar del Plata a fines del 
mes de abril y, ante la certeza de que sería enviado nuevamente al SPB, 
presentó un pedido de hábeas corpus que derivó en su traslado a tma uní­
dad carcelaria dependiente del SPF, en Ezciza. 

Los atentados y amenazas no sólo afectaron a Sergio Jaramillo, sino 
que se extendieron rambíén a sus primos, Patricio y José LuisJaramillo. F.I 
7 de mayo estos últimos fueron llevados ante Atílío Toledo, jete de La uni­
dad n9 6 del SPB, en Dolores, en cuya presencia fueron golpeados y ame­
nazados para que la familia retirara la denuncia conrra Ferrufino y Lobo. 

Días más tarde, el 20 mayo, el padre de Sergio Jaramillo se presentó 
ante la Oficina de Derecho~ Humanos de la Procuración General de la Su­
prema Corte bonaerense denunciando que, estando en el penal de Ezei­
za, Sergio había sido golpeado" y torturado mediante la aplicación del "sub­
marino seco". Como consecuencia, el juez Esteban Vífla.o; -presidente del 
Tribunal en lo Criminal nº l de Departamento Judicial de Mar del Plata-, 
ordenó el trasladó de Sergio a la comisaría 22 de Ezeiza y ordenó una re­
visación médica. Irónicamente, el médico del SPF que lo revisó antes de 
que abandonara el penal de Ezeiza no vio en d cuerpo deJa ramillo nin­
guna de las lesiones que sí vio su padre mientras lo visiraba y que luego 
fueron confirmadas por los médicos del hospital local y la policía. Según 
dispuso Viñas,Jaramillo debería permanecer en esa comisaría hasta que 
se le encontrara una unidad en donde no corriera peligro. 

En junio, Sergio fue trasladado al pabellón 11 de la unidad hospital n Q 

34 del SPB, en Melchor Romero, donde fue golpeado nuevamente. Ante 
estos hechos, presentó un nuevo amparo, esta vez contra los dos servicios 
penitenciarios, el Bonaerense y el Federal. La resolución de Viñas fue or· 
denar a la Dirección del SPB que "se haga cargo de la custodia y seguri­
dad" dcjaramillo, "bajo apercibimiento de ley". 117 Lo mismo dijo eijuez 

!t< Página/12, 17/~/04. 'Dudosa muene de un pre~o en una cárcel bonaerense". 
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Eduardo Alcmano, a cargo del caso durante la feria j udicial, además de 
ordeJUir "esp ecial \Ígilancia" que no signifique "agravamiento en las con­
diciones de detención ". 

El 8 de juli<>, Andrés Jaramillo -hermano de Sergio- y o tros siete 
presos, denunciaron a los jefes de la unidad n9 15 del SPB,Ju!io Fcrrufi­
no y Roger Lobos, por torturas. Ambos fueron detenidos por orden del 
ftsc;u Fissore.lts 

El 14julio J aramíllo fue o·asladado a la unidad n" 23 del SPB en Flo­
rencia Vare la. Seis días más tarde, la familia Jaramillo recibió el llamado 
telefónico de un preso alertándolos para que fueran a los tribunales por­
que ~algo raro está pasando con Sergio". ll9 El padre de Sergio presentó 
entonces un hábeas corpus ante el juez marplatense Pedro Hooft, quien 
ordenó se trasladar<~. ajaramillo a su despacho a las 9 hot~JS del día siguien­
te. Sergio J aramillo nunca llegó a presentarse ante el juez: fue hallado col­
gado de una sábana en su celda en el penal de Florencia Varela enla ma­
drugada del 21 de julio en un hecho que fue informado p or el SPB como 
un presunto suicidio. Pese a que la j usticia había ordenado la custodia de 
Sergio J aramillo durante las 24 horas, el día de s~c muerte, camalmente, 
hubo una "distracción " de dos horas. 

Por inicialiva de la Procuración General de la provincia de Buenos Al­
res se inició u na investigación para determinar si la muerte de Jaramillo 
fue, como todo parece in dicar, un homicidio. 

Patricio Marcclo J aramillo, de 23 añ os, uno de los hermanos d e Ser­
gio, fue asesinado u n mes y medio más tarde. La noche del 3 de sep­
tiembre, en la ciudad de Mar del Plata. T res d esconocidos le dispararon 
desde un aucomóvil mientras caminaba j unto a su novia por la calle . Al 
llegar a la intersección de Gascón y la calle 194, en el barrio Coronel 
Dorrego, Patricio fue atacado a balazos. Uno de los d isparos le dio en 
la cabeza.120 

Al cierre de este InfOY'TIU el crimen estaba siendo investigado por la sub­
comisaría Jorge Newbery y el fis cal.marplatense Aldo Carnevale. Una de 
las cuestiones a esclarecer es si existe alguna conexión entre el asesinato 
de Patricio JaramiUo y las denuncias y la muerte de su h ermano Sergio en 
la cárcel. 

Aun cuando, como se \-ÍO, el traslado de un interno de una unidad p e­
nal a otra n o constituye ninguna garantia para su seguridad , la adopción 

118 Página/12, 7/9/04, "El viejo> truco dd suicidio". 
119 Púgina/12, 17/8/ 04, "Dudosa muenc de uu preso en una cárcel bonaerense". 
l21i Cl.a.rin, 5/9/04, "lVI.ataron a balazO$ a un joven". 
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de esta medida era una posibilidad con la que contaban los jueces bonae­
renses para pro teger la vida de los internos que se encuentran en riesgo. 
Sin embargo, una reciente reforma legislativa tendiente a evi tar el aumen­
to de la sobrepoblación en las comisarías bonaerenses les quitó formal­
mente esta atribución. La ley l 3.204,12l incor¡:>oró el articulo 40 quinquíes 
a la lt:y 12.155, de Organización de las Policías de la Provincia de Buenos 
Alres. Esm nueva disposición esmblece que: "En ningún caso podrá ser ad­
mitido el ingreso de personas privadas de su libertad procedentes de esta­
blecimientos carcelarios a dependencias policiales para su aloj amiento. 
Los magistrados que, como consecuencia de una acción de amparo, re­
suelvan modificar las condiciones en que se cumple 1.ma privación de la li­
bertad en un establecimiento del Seni.cio Penitenciario, no podrán orde­
n ar, bajo circunstancia alguna, el traslado a una dependencia policial, 
debiendo resolver la situación dentro de las posibilidades que brinda el 
régimen y sistema carcdario, n i decidii· sobn:: lugar determinado''. La le­
gitimidad de tal decisión es ol~~tada desde el Poder .Judicial. Se ha consi­
derado -no sin ra<!.Ón- que la prohibición contenida en la norma aludi­
rla "no es constitucional en tanto impide y restringe a los tribunales 
asegurar la vida de las personas detenidas en establecimientos penitencia­
rios al vedar que se aloje a las mismas fuera del siSlema pe nitenciario o in­
dicar el lugar de alojamiento'' . 1~ Tal declaración fue reali?.arla por d Tri­
bunal Oral en lo Criminal nQ 3 del Depan:am ento Judicial de La Plata lrc1s 

verificar que luego de ordenar el u·aslado a una dependencia policial de 
un interno alojado e n un establecimiento prO\·jncial en el que se hallaba 
en riesgo su íntcg1idad física, la Adm inistración penitenciaria omirió obe­
decer su resolución en función de lo dispuesto en la n orma citada. 123 

121 Sanción: 26/5/04. PromLllg-ación: 15/ 6/04. Bo letín Oficial: 1/i/ 04. 
122 El Dío., 14/l!/04, "Declaran inconsti tucional u na norma que inlpidc el rn.slaclo d.: 

presus en ciírcdes". 
l23 En apoyo de su p osrura, el Tlibnnal señaló que la norrna "restringe de mudo severo el 

artículo 18 de la Coosti rución Nacional (CN), el 31 de la misma, y el 30 de la C.onstiwción de 
la Provincia", y afirmó "el aseguramiento de la vida de las persom"IS privddas tle su libe rrad en 
circdes, es u ua condición neces;¡ria de la garanóa incluid<\ en el articulo 18 de)¡\ CN, qm~ pre­
v~ que é~ deberán ser sanas y limpia.~ para .o;eguriua.d y n u para castigo de las personas de te­
nidas eu ellas". Taonbi~n ~smYO e l tribunal que "seria absurdo r¡ue fuesen limpias y sanas p~.­
r" posibilitar la muerte de la.~ pt:r~ou-as recluidas". Co!l respecto al artÍCLl]O 31 de.: la CN, el 
trib unal p f'C(;ÍSÓ gue 13s gar<tn óas imp líci tas en e:sa normil recogen esca custOdia de la ,~(la "Pues 
bien, cuando se teme por la vicia de una persona en fundón de las denuncias que ha realiza· 
do contra u n e:;~ablecimientu penitenciario uo es posible, ni razunable, vedar al magisu·ado 
que :adopte decisiones q ue excluy~n al denunciante del sistema penitenciario o dd lugar de 
alujmniento". También indicaron que la norma wes Liouada vulnera además la facultad de lus 
j ueces para ejercer el cunu·ol de las cundiciuues de detención a través del háhea.s co,·pus. 
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Además de las 139 muenes, durante el2003 se registr.tron 3399 lesiones 
-a razón de nueve por dia- en episodios de distinto carácter 12'~ ocurridos 
en unidades del SPB. Muchas de estas lesiones son producto de las torturas 
de las que son víctima~ los internos. 

Además de tolerada, la tortura en el ámbito del SPB es promovida por 
el gobierno provincial, que adquirió elementos de tortura para ser utiliza­
dos en las cárceles de la p~:ovincia. Según informacíón publicada en diver­
sos medios periodísticos locales en enero de 2004, el Servicio Penitencia­
rio compró picanas y escudos eléctricos al menos en dos oportunidades, 
en 1993 y 1996 (ambas bajo el gobierno de Eduardo Duhalde). La adqui­
sición fue confirmada por el gobernador, Felipe Solá, y pm el ministro de 
Justicia, Eduardo Dí Rocco, luego de que trascendiera una denuncia he­
cha por un grupo de detenidos125 de la unidad n9 3 de San i\:icoiá.s, quie­
nes denunciaron haber sido torturados con corriente eléctrica en ese pe­
nal por personal penitenciario. 

A raíz de la denuncia, el gobernador Solá adntitió la compra de de­
meneos de aplicación de corriente eléctrica, aunque dijo desconocer quién 
la ordenó y cuándo, y sostuvo que "de ninguna maPera se ur.ilizan elemen­
tos de tortura en el Servicio Penitenciario". 126 

El minisrro Di Rocco coníirmó que el 25 de junio de 1996, bajo la orden 
de compra nP. 707/96, fueron adquiridos bastones y escudo!.~ con una des­
carga de choque de nueve voltios, 127 y que una operación similar se realizó 
en 1993.128 Di Rocco sostuvo que los elementos de tonura -a los que des-

124 Se trata de agresiones por golpes de puúo/punrapié; agresiones con elementos pun· 
ZO<ortames, auwagresiones, agresiones con elementos contundentes, accidentes (labora­
les y no laboraks) y lesiones de origeu dudoso. Durante el mismo período se registraron 
155 lesiones al personal penitenciario y ningún fallecimiento. 

12; Los denunciantes fueron Ruocn Ludueila,Juan Rojas ~1ontenegro, O:K:ar Ciménez 
Tello, Sergio Lópe2. :Yiandri, Rubén Segovia y Sergio Maturana. 

12f> Página/ 12, 20/l/04, "En otros tiempos"; H&y, 20/1/04, "Reconocen que el Scn~cio 
Penite_!lciario adquirió picanas" y Ck<rin, 21/1/01, "Picanas e.ll cárceles bo•laerenses". 

1 ~' Los datos en torno de la cantidad de picanas y escudos ndquíridos, sumando las dos 
compras, no son precisos: mi en tras que algunos medios se1'1alan que se tr<~UI de cuatro basto­
nes y quince escudos (Hay. 21/1/04. "Destruirán 'picanas' y escudos eléctricos yue compró 
el Servicio Penitenciario bonaerense·, CJarin, 21/1/04, "Picanas en cárceles bonaerens~s"), 
otros afirman que el número de bastones asciende a ocho o llueve ( l'ági·."'a/ 12, 21 í 1/04, 
"Las picanas desactivadas" y HfTJ, 21/l/04, "Los bas10ncs el~<.:lri<:os que compró la Provin­
cia serán destruidos"). Tambiéu varia la información respecto dcl·vollaje de la descarga eléc­
Crica que los elementos producen: según algunos medios es de 9 voltios, pero otros infor­
man que en realidad es de 12 volcios. 

12~ PáginajiZ, 27/1/04, ·cuaLro ddíncuentes". Clarin, 21/1/04. "Picanas en cárceles 
bonaerenses" y radio J::misura delSul (100.7 Mhz, .Yiar del Plat.a, provincia de Buenos Aires), 
21 de enero de 2004, publicado po•· escrito en el sitio web 
<hup:/j\•;ww.emisoradclsol.nct/ anide .ph p?sid~ 1930>. 
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cribió como "objetos eléctrico~ disuasivos"- estaban en desuso y que las 
unidade~ penales de la pro.,incia no poseen en la actualidad "ningún otro 
ele mento asimilable a estos bastones y escudos".129 Según el funcionario, 
las picanas y escudos están almacenados en un depósito de la unidad nQ 1 
ele Lisandro Olmos. Di Rocco comunicó en la misma conferencia de pren­
sa que :;e dispuso la dcsuucción de los elementos de tor cura .-:n un plazo 
de 48 horas y con la intervención de la Escribanía General de Gobierno. 

Poco después de darse a conocer estos hechos, la Secretaría de Dere­
chos Humanos de la Pro,.incia de "Buenos Aires130 denunció que existen de­
mora.~ en la invesügación de casos de aplicación de tormras a presos que es­
tán en cárceles del SPB y anun<.ió que pediría un informe a la Procuración 
CetJeral para que explique esos re trasos y de "rápida solución al problema~. 
Las denuncias apun taron a los fiscales que tienen los expedientes de cinco 
presentaciones hechas entre septiembre de 2003 y e l 20 de enero de este 
año en fiscalías de San Nicolás, La Plata y Qui.l mes. La directora de Protec­
ción de la Secretaría, Carolina Brandana, advirtió que las fiscalías "no dis­
ponen las medidas investigativa~ correspondientes y [ .. . ] hay retrasos en re­
colectar las pericias necesarias para investigar los presuntos apremios".131 

Brandana explicó que en los últimos cuatro meses, el organismo había 
recibido denuncias de jóvenes detenidos en las unidades de San Nicolás, Cam­
pana, Olmos, la Plata y Florencia Varela que involucraban a personal peni­
tenciario en la aplicación de descargas eléctricas. En algunos casos, las vícti­
ma~ habían hecho denuncias contra el servicio penitenciario y sospechan que 
se trataría de represalias. En o tros episodios se habría u~ado ese método co­
mo forma de controlar a detenidos con mala conducta. "Los denunciantes 
mencionan distintas modalidades de tortura. Algunos hablan de torturas con 
cables pelados o con artefactos eléctricos", aclaró la funcionaria. 

Los malos tra tos, apremios y tortura:; cometidos en e l ámbito de la 
provincia de "Buenos Aires n o sólo a fecta n a adultos, sino que se ejercen 
también sobre menores de edad. Sól o duran te el primer semestre de 
2004, se asentaron 437 nuevas den uncias en el Registro de Denuncias 
de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, 132 lo 

1~ T'ágina/12. 21/líO<I, "Las picanas desactivadas". 
l:XI Clmin, 30/1/04, "Dicen qu~ los fiscales tardan en ia,,estigar denuncias de torturas·. 
131 Sobre la connivencia judicial con las prácticas de violencia institucional véase el ca-

píntlo I, ac:ipite 3 en este Informe. 
132 Insútl•ido en el ámbito de la Subsec:retafia del Pau-onato de Menores por medio de la 

ncordada n~ 2964/0Q, del 20 de septiembre de 2000. El Registro procesa la información pro­
veniente de los Juzgados de Menores, Asesoría de Incapaces y el Consejo Provincial del Meno¡; 
lo.~ que deben remitir los datos al Regi~rro dentro de hlS 48 horas de denunciado d hecho. 
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que suma un total de 3914 hechos denunciados desde la creación del 
Registro en septiembre de 2000.133 

5.3. Situación en otras provincias 

La violencia carcelaria no se restringe al ámbito federal y de la provin­
cia de Buenos .1\ires. Tal como ocurre en esas dos jurisdicciones, la violen­
cia en las cárceles y comisarías del resto del país está asociada a la sobre­
población, el hacinamiento y las denigrantes condiciones en las que se 
aloja a los internos. No puede desconocerse, por otra parte, que el encu­
brimiento de la corrupción penitenciaria es otro de los factores que expli­
ca los altos niveles de violencia que caracterizan a los centros de detención 
de la Argentina. Dentro de este panorama preocupante se destacan, por 
el número y gravedad de los hechos de violencia ocurridos, las provincias 
de Santa Fe y Mendoza. 

Provincia de Santa Fe134 

• El 9 de febrero de 2004, 56 internos resultaron heridos en la cárcel 
de Coronda, como consecuencia de disturbios que involucraron a 
los internos de los pabellones 3 y 5, que alojaban por entonces en­
tre ambos un total de 268 in ternos. t~ 

• El 14 de mano de 2004, 33 internos resultaron heridos en la cárcel 
de Coronda, tras el enfrentamiento de dos pabellones entre sí y con 
el personal penitenciario.I36 

133 Según datos proporcionados al CELS po.- la Subsecretaría del Patronato de :\-Ieno· 
res de la Suprema Cone de Justicia, entre el 20 de sepúembre y el31 de diciembre de 2000 
se registraron 27B denuncias, durante el2001 fueron 1048, 1150 durante el 2002 y 1001 du­
rante el aiio ~003. 

131 En· Santa Fe las condiciones en las que se. ejecuta el encarcelamiento son particular· 
mente nefasms, resaltando la extendida utilización de comi5arías para encarcelar personas 
y el deterioro, hacinamiento y 'l:iolencia que se observan en la cárcel de COI·onda, cs~able· 
cimiento fun<;!ameotal del sistema penitenciado provincial. En sepriembre de 2003, la Coor· 
dinadora de Trabajo Carcelario denunció que las condiciones en la~ que se alojaban por 
entonces las personas privadas de ia liberlad consrituían una v;olación de todas las disposi­
ciones nacionales e internacionales sobre tratamiento de personas detenidas, y que el Po­
der Ejecutivo se negaba a obedecer las órdenes judiciales que disponían el desalojo de re­
cintos policiales destinados a la detención de personas. Señaló que el aumento de la 
población carcelaria en Rosario fue de 894 detenidos en el año 2000 a 1182 en 2003, y que 
en las comisarias los detenidos deben turnarse par.a dormir, ya que u o entran en las celdas 
todos acost.ac..los al mismo tiempo (L(t Cupíta~ 25/9/03). 

m El Lit«ral, ll/2/04. 
1:1~ El Literal, 15/3/2004 
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• Lisandro Juan Pellegrina falleció en la cárcel de Coronda en el mar­
co de un motín que tuvo Jugar el 28 de septiembre de 2003 y que in­
volucró a los internos de los pabellones lO y 12 y luego se extendió 
al resto del penal. En esa oportunidad, otros 8 internos resultaron 
con traumatismos y heridas de consideración. Según la denuncia 
efectuada posteriormente por un interno, Pelkgrina habría sido ase­
sinado por personal penitenciarioY~7 

• En diciembre de 2003 el juez Roberto Conzález ordenó trasladar al 
interno Osvaldo Gómez de la cárcel de Las Flores, quien denunció 
haber sufrido apremios ilegales tras haber prestado declaración tes­
timonial en relación con el hómítidío de Lisandro Pellegrina en la 
cárcel de Coronda. 138 

• F.l 28 de enero de ~004, dos menores de edad, Sergio Sosa y Héctor 
Ci.sneros, resultaron heridos tras una pelea entre internos en el pa· 
bellón 4 de la cárcel de La.s Flores. 139 

• También el 28 de enero de 2004, siete menores de edad alojados en 

el pabellón juvenil de la cárcel de Las Flores, prendieron fuego a los 
colchones de sus respectivas celd?s en disconformidad con una me· 
dicta disciplinaria, sufriendo quemaduras tres de ellos. 110 

• El 17 de enero de 2004, familiares de detenidos en la cárcel de Co­
ronda denunciaron a la guardia armada de ese penal por apremios 
ilegales a un grupo de presos que realizaba una huelga de hambre 
en reclamo de un traslado a Rosario. La semana anterior se habían 
denunciado torturas contra el detenido Luciano Zehallos, quien se­
gún sus familiares sufría represalias por h¡¡ber participado en un 
motín. 141 

m F.l Litoral. 29/9/2003 
138 El Litoral: 15/12/2003. Por otra parte, los médicos forenses ~ue examinaron a Gó­

mez constataron alteraciones en su salud psíq~tka. Incluso detect.·uon los síntomas propios 
de un avan:t.ado estado de insomnio, ya que d iMerno eviuha dormir por miedo a ser ase­
sinado. El juez ordenó además que el jefe del penal de us Flores hrintie explicaciones acer­
ca de lo ocu(rido, rras haber de te e m do irreg-ularidades en las comtancias del establecimieu· 
to referidas a Gómcz. El j>.tez habría planteado !a posil::.i1idad de que algunos datos 
registrados en los libros internos de la cárcel hubieran sido "fabricados' para disimular las 
irregularidades. En su descargo, \as autoridades del penal habnan informado que el inter­
no se autolesionó golpeándose repetidamente la cabeza c.ontra una pared, aunque ese mis­
mo día los exámenes médicos 110 Ob$ervarou ningún golpe en esa parte del cuerpo, sino 
que. vieron lesiones en la e~palcia y los brazos (El Litoral, 15/12/03). 

1~9 La Capital (Rosario), 2!1/ lí04, "Dos presos heridos en una pelea en Las FloTes". 
140 fbidem. 
\<JI L(t Capil<tl, 17 í 1 j21)04 
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En enero de 2004, tres internos del pabellón 5 de Coronda, que días an­
ces habían protagonizado un motín, denunciaron torruras fisíca5 y psicoló­
gicas por parte del personal del servicio penitenciario local. Los reclusos re­
lacionaron los tormentos con el petitorio que presentaron después de la 
re~uelu en la que planteaban, en tre otras cosas, que los empleados con su­
marios o procesos penales abiertos no estén a cargo de la calificación de la 
conducta de los internos, de la cual depende el acceso a los beneficios que 
]es corresponden por derecho. Los internos, denunciaron que, tras el mo­
ón, funcionarios del servicio penitenciario los dejaron sin alíruentos ni col­
chones, los sacaron desnudos de las celdas y amena1.aron corr matarlos apun­
cindoles con escopet:as.142 "En el pabellón disciplinario hay gente golpeada 
y no nos dan atención médica. Cuando la pedimos y viene la guardia arma­
da, te dan un par de palazos y dicen que ya estamos curados. Rogarnos que 
intercedan por nosotros antes de que terminen matando a una persona", 
expresan. Y vuelven a implorar, por el mismo temor, que los trasladen a ou·o 
pabellón. "\!os maltratan con patadas, puños y palos por la denuncia que 
hemos presentado", dijeron a través de una carta enviada a sus familiares. 
La "den uncia" a la que refieren es el petítorio que elaboraron despué--" del 
rnor.ín. Uno ele los puntos, el que solicita que no participe de la calificación 
el personal afectado a investigaciones o procesos penales, afecta puntual­
mente al subdirector de la cárcel, Osear Mansilia, procesado junto a otros 
cuatro empleados por la muerte de Diego Scqueira, quien apareció ahorca­
do en el penal de Las Flores en abril del 2000. 113 

Provinda de Mendoza 

Como ya se mencionó, las once muertes ocurridas en los primeros seis 
meses del 2004, determinaron la presenmción de una demanda de adopción 
de medidas cautelares dirigida a la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos por parte de un grupo de aboga.dos,l<l1 

En su presentación, los letrados indicaban que "El 15 de marzo fue 
muerto Esteban Apolinario García y gravemente heridos Diego Ruane y 
\-iarcos Carreña. Ell Q de mayo de 20004, a raíz de un incendio que se ge­
neró en la Colonia Penal de Gustavo André se produjo el fallecimiento de: 

H~ Los funcionarios clenunciados fueron Walter Escobar, y otrOil dos de apellido Cuello y 
Giordano. este último invulucrado en denun~ias an teriores de las tni~ma~ caracteristicas. 

143 L~ C(•pital (Rosario), 21/l /04, "Denunciaron tor:uras fisicas y psicológicas en 
Coronda''. 

'""Véase en este mismo c-apítulo, el acápite 3.3. 



322 cus 

Carlos Marcelo Villarroel, Mario Guillermo .'\ndrada,José A.Jejo Falcón, 
Javier Antonio Gualpa, Sergio Darío Reynoso y otros seis reclusos resulta­
ron con quemaduras y síntomas de asfixia y uno de ellos con heridas cor­
to-punzantes. Posteriormente por agresiones en el interior del penal se 
produjo la muerte de Federico Naranjo ]'(ieva!'; y Javier Chacón Arat~o 
(ambos el29 dejunío de 2004); de Marcelojavíer Manrique (el30 de ju­
nio de 2004:) y de Pablo Javier Argello Quiroga (el 7 de julio del 2004) ".145 

Señalaban también que " ... la Dirección del establecimiento facilita 
permanentes ingresos de un denominado 'cuerpo especial' de la policía 
de Mendm:a, conformado por personal encapuchado y acompañado por 
perros entrenados para amedrentar y lesionar a los internos ... ". 

6. Consideraciones finales 

Las políticas públi..:as en materia penitenciaria implementadas duran­
((: el último año no permiten ser optimist.'\s de cara al futuro. Las sobre­
población es crónica y las prácticas instimcionales violentas no generan 
respuestas decididas y comprometidas por parte de los funcionarios polí­
ticos y judiciales responsables de detenerlas. 

Es evidente que la ausencia de disposición política para establecer un 
límite a la posibilidad de encarcelar personas, no sólo contribuye a gene­
ralizar los problemas descriptos en el capítulo, sí no que además promue­
ven la difusión de otros -corrupción, degradación de la formación pro­
fesional, desarrollo de actividades delictivas por parte de funcionarios 
penitenciarios en sociedad con internos, etcétera- que anuncian aun si­
tuaciones de mayor gravedad. 

Como ya se expresara en otras oportunidades, el establecimiento de 
mecanismos dirigidos a evitar situaciones de sobrepoblación y el cese de la 
impunidad que .sigue a los hechos de violencia institucional son requisitos 
imprescindibles si se pretende implementar una política penitenciaría res­
petuosa de las más elementales reglas del Estado de derecho. 

Par;; ello, es necesario contar con el compromiso activo del Poder Ju­
dicial, no sólo para racionalizar el empleo del encarcelamiento preventi­
vo, sino también para lijar los estándares que dehen respetarse al privar a 
las personas de su libertad y para investigar y sancionar a los funcionarios 
qtH: emplean la violencia como mecanismo de control y disciplínamiento 

14!1 Diario judici.-,( 28/9/04, "Crítica situación en alojamiento de presos". 
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dentro de la cárcel. En este último aspecto ---<:on honrosas excepciones, 
generalmente vinculadas al Ministerio Público de ia Defensa-la regla es 
la apatía. el trato superficial de la cuestión, cuaildo no la tolerancia. 

La intervención del Poder Legislativo también re1;ulta imprescindible, 
en tanto de él emanan las reglas cuya aplicación hasta el momento no ha 
conseguido más que agravar las condiciones en las que se ejecuta el encar· 
ce! amiento y propiciar su empeoramiento en el futuro. En este sentido, las 
normas promulgadas en el último año revelan la ausencia de compromiso 
y la profunda ignorancia que en materia de política criminal exhiben quie­
~es tienen a su cargo buena parte de la responsabilidad por su diseño. 

En lo concerniente a la dirección y control de la organización y forma­
ción penitenciaria, es indudable que la ausencia de ínvolucramiento de 
Jos funcionarios políticos en estas cuestiones constituye una valla insalva­
ble cuando se trata de considerar reformas que acerquen a las administra­
ciones penitenciarias a prácticas y organizaciones alejadas de los modelos 
de organización que -con particular énfasis en los últimos treinta años-­
privilegian la seguridad por sobre cualquier otra finalidad. 

En ese sentido, resulta acertada la decisión de intervenir el SPB, aun­
que no queda claro aún sí se ha tomado la decisión política de reformar 
aspectos esenciales de la gestión penitenciaria. En lo que concierne a la 
adminísrración federal, resulta imprescindible un vuelco en la actitud has· 
ta ahora exhibida por el gobierno nacional en pro<.:ura de la asunción de 
un compromiso mayor al exhibido con esta materia. 


